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			PRÓLOGO

			La obra que usted tiene en sus manos es el aporte académico que la Universidad Externado de Colombia hace al país con motivo de la celebración de los 130 años de su fundación.

			Antes de proceder a una breve presentación de la publicación, me permito una licencia para rememorar lo que estimo ha significado y significa para Colombia nuestra Casa de Estudios.

			Nacimos el 15 de febrero de 1886 en unas precisas condiciones históricas que marcaron desde entonces nuestro talante: somos hijos del liberalismo radical de la Constitución de 1863, que enarboló una clara filosofía librepensadora que se rebeló contra el dogmatismo, el despotismo y el centralismo de la Constitución de 1886. La frase pronunciada por el presidente Rafael Núñez luego de la batalla de La Humareda (1885), según la cual “la Constitución de 1863 ha dejado de existir”, marcó un giro sustancial en la historia de nuestro país. Frente a dicho giro, un puñado de valientes pensadores se opuso, bajo la consigna “post tenebras spero lucem” –después de las tinieblas vendrá la luz–, a las nuevas concepciones impuestas del Estado y de la sociedad. Fundó, entonces, Nicolás Pinzón Warlosten el Externado de Colombia que, como dijera un alumno de nuestro fundador, “asumió la responsabilidad universitaria de la democracia”. Bastaron tres salones arrendados en lo que hoy se conoce como el Palacio Liévano, en la Plaza de Bolívar de Bogotá, modestamente amoblados, con una reducida biblioteca que ilustró a los cerca de cien estudiantes inscritos, sin que hubiera salario para sus profesores, para no dejar apagar la exigua luz que aún se vislumbraba en la oscuridad que se cernía sobre el país.

			“Los abuelos radicales” –que para el año 2016 serían más bien los “tatarabuelos radicales”–, como les llamamos en el lenguaje cariñoso de nuestra Universidad, fueron profesores expulsados por el régimen de la Regeneración de la Universidad Nacional y del Colegio Mayor del Rosario, y, a más de ellos, intelectuales que ante el cambio impuesto no aceptaron las nuevas condiciones sociales y políticas. Algunos nombres: el ya mencionado fundador Pinzón Warlosten, expresidentes como Santiago Pérez –desterrado en 1893 del país por Miguel Antonio Caro– o Salvador Camacho Roldán; intelectuales y profesores como Froilán Largacha, Felipe Silva, Alejo de la Torre, Aníbal Galindo, Juan Manuel Rudas –rector expulsado del Colegio del Rosario–, o el médico Juan David Herrera –expulsado de la Nacional–, para solo citar a unos cuantos, fueron los pioneros de la concreción de la magnífica idea. Se resistieron y se rebelaron ante la censura y la persecución, ante la ignominia y la dictadura, sin dejar caer las banderas de la libertad. Nacimos, pues, en rebeldía. Alguien podría objetar que es exagerado afirmar que la Constitución de 1886 y el régimen de la Regeneración encarnaron en sus orígenes un espíritu dogmático y despótico, pero creo que tanto el texto de la Carta Política como el de las leyes que la desarrollaron son la mejor prueba de que fue de esa manera. Bastará recordar –cosa sencilla para quienes vivimos alguna época de nuestra vida bajo la Constitución de 1886, que rigió a cinco generaciones de colombianos– la utilización sistemática del llamado “estado de sitio” (art. 121), que no era la excepción sino la regla, cuya declaratoria le permitía al Presidente de la República arrogarse los poderes del legislativo, restringir las libertades, organizar procedimientos y cortes judiciales, centralizar el poder aniquilando aquel federado que existía antaño, para citar algunos aspectos de dicha figura cardinal, desde el punto de vista filosófico, de aquel Texto Fundamental. Por su parte, el artículo 41 establecía que “la educación pública será organizada y dirigida en concordancia con la Religión Católica”, vinculación que se acentuó con el Concordato firmado al año siguiente, en donde se estableció que 

			… en las universidades y colegios, en las escuelas y en los demás centros de enseñanza, la educación e instrucción pública se organizará y dirigirá en conformidad con los dogmas y la moral de la Religión Católica. La enseñanza religiosa será obligatoria en tales centros, y se observarán en ellos las prácticas piadosas de la Religión Católica. 

			Por si esto fuera poco, se estableció también que los diocesanos podían inspeccionar y revisar los textos de enseñanza. Se iba, para expresarlo con Martha Nussbaum, contra “la idea de que cada ser humano tiene una preciosa facultad interna para indagar sobre las bases éticas de la vida y sobre su sentido último”, que es lo que se llama conciencia (Libertad de conciencia: el ataque a la igualdad de respeto, 2010).

			Allí se forjó, a la sazón, nuestro espíritu no solo de pluralismo y reconocimiento del otro, sino de autodisciplina, austeridad y ética radical. Ese fue el clima favorable que sirvió para que nuestra institución adquiriera un sello, una marca indeleble, que influyó en nuestro pasado y que sigue influyendo en la concepción del presente y en la de nuestro porvenir. Nuestra historia ha supuesto sufrimiento, pobreza, pero a lo largo de ella se templó el espíritu, de suerte tal que las generaciones que hemos seguido en esta obra tenemos muy claro el norte. Es por ello que en nuestra Universidad se pregunta a los graduandos: 

			¿Promete usted honrar con su conducta pública y privada a la patria y a la institución donde ha recibido educación científica, ejercer su profesión con honradez absoluta y ser en todas las circunstancias de la vida defensor abnegado de las libertades de sus conciudadanos? 

			La muerte de Pinzón Warlosten, sumada a la persecución gubernamental, condujo al cierre del Externado en 1895. Luego, el aprisionamiento de muchos exalumnos externadistas en el cruento periodo de la Guerra de los Mil Días, como ocurrió con Ricardo Hinestrosa Daza, Antonio José Iregui o Juan Félix de León, para citar unos pocos, generó aún más desasosiego entre quienes por su talante y por su ideología no compartían el autoritarismo propio de la Constitución de 1886. Pero el grupo de radicales no dejó apagar la luz. Durante los años del cierre del Externado, de 1895 a 1918, muchos de los nuestros se refugiaron en la efímera Universidad Republicana, hasta el día en que el rector de esta decidió que la misma adhiriera a una candidatura presidencial. Fue así como en 1918 se reabrió el Externado, debido a la cólera de estudiantes y profesores de la Universidad Republicana, muchos de ellos antiguos externadistas, que no admitieron que la academia fuese utilizada para fines político-partidistas. Es otro dato histórico de nuestra institución que nos seguirá marcando: no a la universidad adherida a movimientos políticos; sí a la universidad libre, abierta, donde quepa toda forma de pensamiento para que sea un bastión en la defensa de las libertades. Es que no se puede confundir el pensamiento liberal con dogmatismo democrático e ilustrado. Si bien es cierto puede haber personas que representen una tendencia de tal naturaleza, esta no fue la que animó desde los orígenes a nuestra institución. Quien dice Universidad Externado de Colombia dice educación para la libertad –como reza nuestro lema actual–; quien dice Universidad Externado de Colombia dice pluralismo y tolerancia; quien dice Universidad Externado de Colombia dice laicidad con respeto de las creencias religiosas; quien dice Universidad Externado de Colombia dice austeridad y sencillez; finalmente, para no hacerme extenso, quien dice Universidad Externado de Colombia dice exigencia personal y generosa disposición hacia lo social.

			Desde 1918 hasta el presente nuestra institución ha funcionado de manera ininterrumpida bajo los mismos principios. La generación Hinestrosa, que ocupó la rectoría luego de Diego Mendoza Pérez (quien lo hizo de 1918 a 1933), primero con Ricardo Hinestrosa Daza (de 1933 a 1963) y luego con su iluminado hijo Fernando Hinestrosa (de 1963 a 2012), terminó de afianzar nuestro pensamiento y consolidó la excelencia y el renombre académicos, la internacionalización, la infraestructura, la tranquilidad económica bajo el principio de la austeridad…

			Esos han sido nuestro devenir y nuestra concepción del mundo, estimado lector y estimada lectora. Usted lo podrá apreciar en la obra que aquí se presenta.

			***

			A la luz de la filosofía descrita, resulta una obviedad afirmar que la presente publicación obedece al principio de la libertad de opinión y de investigación. Es decir, si bien los sesenta y cuatro escritos que la integran fueron leídos tanto por pares internos como externos, nunca se pensó siquiera que una posición, por disonante que resultara, por más que pareciera desde algún punto de vista políticamente discutible, pudiera ser excluida de la obra. No podría ser de otra manera. Los autores tuvieron entera libertad para llegar a sus conclusiones, las cuales fueron nutridas por el debate permanente que se sostuvo a lo largo de la escritura de la obra. Se encontró, eso creo, el equilibrio perfecto entre la libertad y la seriedad académicas, ya que la única limitación válida a la primera se encuentra en el debate juicioso y crítico que expresa la segunda, el cual campeó durante la elaboración de los trabajos. Los lectores podrán así encontrar puntos de vista que no comparten, y aun posturas contrapuestas al interior de la obra, pero ello es precisamente lo que la enriquece. La academia, para ser tal, tiene que ser libre y guiada solo por la curiosidad y el deseo de profundizar de manera rigurosa. Una academia sumisa, que tenga por objeto justificar posiciones gubernamentales, preconceptos ideológicos o intereses económicos, es una academia que pierde su razón de ser.

			Para nadie son un misterio las dificultades que presenta la llamada “locomotora minera”. Este sector económico es hoy por hoy uno de los más importantes y representativos para el desarrollo social y económico del país, y en él se conjugan múltiples visiones, concepciones de la sociedad, del medio ambiente, de la política, de las relaciones centro-periferia, del papel del capital y las multinacionales, de las comunidades, etc. Pareciera que en torno de esta “locomotora” se concentraran todos los debates que pueden interesar a una sociedad. Por ello se escogió el tema para realizar la primera investigación realmente interdisciplinaria al interior del Externado.

			Esta obra obedece a una nueva estrategia investigativa que se ha implementado recientemente en la Universidad. Conscientes de que uno de los problemas que tiene la investigación en las universidades es la autarquía investigativa –que en muchas ocasiones es la forma de protección del ego y el saber académico de cada quien–, en donde cada centro de investigación produce sin mirar a su vecino, se decidió en el año 2013 iniciar esta investigación en la que participarían todos los centros de investigación de todos los departamentos y facultades de la Universidad. La idea era que ni uno solo quedara por fuera. La experiencia no pudo ser más enriquecedora. No solo porque se instauró un diálogo productivo entre los diversos puntos de vista y disciplinas, sino porque los textos eran leídos en la Universidad por colegas de diferente formación, antes de ser sometidos a pares externos. Ello garantizaba que cuando los trabajos pasaban a estos últimos, les llegaban decantados conceptualmente. La sencilla idea con la que se inició esta obra permitió hacer una “revolución” en la manera de investigar en la Universidad: de la autarquía académica se hizo el tránsito a la complementariedad académica; se demostró así la oportunidad y la fecundidad de pasar del aislamiento del saber disciplinario, por robusto que este pudiera ser, al diálogo riguroso con los otros saberes.

			Por creer que las ideas novedosas son en extremo escasas –es el precio de tener una visión histórica de la vida–, pero que se requiere de individuos que las propulsen, y quizás es allí donde hay espacio para el sello personal e innovador, permítaseme nuevamente licencia para referirme a los pormenores del libro: todo empezó con la respuesta emocionada de los centros de investigación a una invitación de la Rectoría a realizar esta obra –respuesta que demostró nuestro talante solidario, nuestra generosa disposición ante el conocimiento, nuestro amor por esta Casa de Estudios, nuestra aceptación entusiasta del cambio en pos de un nuevo sentido–, que produjo una primera “lluvia de ideas” respecto de lo que cada centro de investigación podría aportar al objeto general del proyecto, previamente definido. Esta “lluvia de ideas” fue analizada por un equipo coordinador compuesto por cinco personas expertas en el tema pero con formación diferente, bajo la dirección del Rector, para llegar así a un primer índice provisional que permitió una reunión de todos los investigadores e investigadoras que se unieron al proyecto, donde se expuso el plan de trabajo, se debatió profundamente y se decantó sustancialmente marcando las pautas conceptuales a seguir. Luego de esta importante reunión se nombraron coordinadores académicos para cada uno de los cinco tomos, quienes recibieron el encargo de liderar la producción intelectual de su volumen y de reunirse periódicamente con los otros coordinadores y el Rector.

			***

			El hecho de que cada tomo tenga una presentación escrita por su editor me exonera de profundizar al respecto. Baste decir que la publicación se compone de cinco volúmenes que contienen los sesenta y cuatro ensayos anunciados, buscando lograr para cada tomo una unidad conceptual. Como se podrá observar por quien recorra el índice y consulte la obra, en más de una ocasión los escritos fueron redactados a varias manos por exponentes de diversas disciplinas, lo cual no fue un punto de partida sino de llegada, que ayudó a la coherencia que se perseguía.

			El primer tomo, titulado Aspectos jurídicos de la actividad minera, editado por el doctor Milton Fernando Montoya Pardo y compuesto por doce escritos, hace un recorrido por los debates jurídicos centrales de la minería: desde la propiedad del subsuelo hasta los aspectos constitucionales de la sostenibilidad fiscal y la tributación, pasando por las diversas expresiones de los contratos mineros y de sus concesiones –incluyendo elementos procesales–, sin dejar de considerar las servidumbres mineras y el abuso del derecho que puede existir respecto de las mismas, o el análisis de la minería tradicional, así como aspectos específicos, por ejemplo, en materia de la concurrencia de la minería del carbón y la explotación del gas metano en depósitos de carbón. 

			El segundo tomo, denominado Medio ambiente y desarrollo sostenible en la actividad minera, editado por la doctora María del Pilar García Pachón e integrado por dieciocho ensayos, se centra en la inevitable tensión entre minería, medio ambiente y desarrollo sostenible. Los trabajos del volumen fueron agrupados en cuatro subtemas: el primero, sobre las complejidades ambientales en cuanto al desarrollo sostenible en el sector minero, se ocupa ya sea de la relación entre el uso del mercurio y sus repercusiones en la salud y el medio ambiente, o de aquella existente entre agua y minería o entre biodiversidad y minería, como también del desarrollo sostenible desde el ángulo de la desmaterialización, o del nexo entre el crecimiento económico, el empleo y el desarrollo en minería y en el sector turístico. El segundo subtema comprende el licenciamiento ambiental –régimen actual y antecedentes–, al igual que la forma en que se presenta la gestión de riesgos como un ejemplo de la policía administrativa en el sector minero. El tercero comprende estudios relativos a la producción de daños ambientales y la forma de enfrentarlos desde el principio de precaución o del daño punitivo, o aun desde el derecho sancionatorio y, en general, de la responsabilidad civil. El último, que bien hubiera podido dar lugar a un tomo aparte, corresponde a la llamada Economía Verde, considerada desde diversos aspectos: los criterios para superar el interés público y privado en el sector, el análisis de la reserva del poder regulatorio en los acuerdos internacionales de inversión, la emisión de bonos ambientales o la relación de la minería con el mercado de valores, o también de las tasas ambientales, y las negociaciones de la OMC o del Acuerdo sobre Comercio de Servicios –TISA–. 

			El tercer tomo, titulado Competitividad y desempeño en el sector minero, editado por el doctor Carlos Alberto Restrepo Rivillas y compuesto por once escritos, se centra en la relación entre empresa y minería, desde los ámbitos de la competitividad y la inversión, la responsabilidad social empresarial, la tecnología, la implementación de estándares nacionales e internacionales para la financiación de proyectos mineros y, por último, los asuntos laborales y el empleo. Cada uno de dichos temas ofrece análisis sutiles que van desde formulaciones teóricas hasta estudios de campo en empresas o en regiones.

			El cuarto tomo, titulado Minería y comunidades: impactos, conflictos y participación ciudadana, editado por la doctora Ana Carolina González Espinosa e integrado por quince ensayos, estudia la relación de la minería con las comunidades y la ciudadanía, desde el ámbito del fuerte impacto que aquella necesariamente genera en estas, al ser las receptoras de la “intromisión”, que produce diversas reacciones. Partiendo de que las comunidades son nuevos actores en el sector de la minería, el volumen permite una verdadera e interesante “incursión” desde múltiples ángulos: la influencia del sector en la comunidad, en el territorio, en la seguridad, en los desplazamientos poblacionales y en la educación. También –no solo con estudios de caso, como para el Chocó, sino con reflexiones de orden conceptual– se estudia la minería como generadora de conflictos, e igualmente el papel que ella podría y aun debería desempeñar en el posconflicto. A más de lo anterior, contiene escritos sobre la consulta previa y la popular, con un estudio de caso sobre el Páramo de Santurbán, y el análisis de otras formas de participación ciudadana, que pueden ir desde los medios de comunicación y la internet hasta las mesas de diálogo y la maleable así llamada opinión pública.

			Finalmente, el quinto tomo, editado por el doctor Sebastián Díaz Ángel y presentado por el doctor Francisco Gutiérrez Sanín está compuesto por ocho escritos, y se titula Historia y gobierno del territorio minero. Utilizando la cartografía del siglo XVI al XX, así como el estudio de las ordenanzas, dominios y jurisdicciones de la Nueva Granada del siglo XVIII y el de las salinas neogranadinas de 1778 a 1826, se ofrece un verdadero abrebocas que permite enfrentar el fundamental tema de las problemáticas actuales del territorio, tales como sus modelos de gestión, de reparto de competencias, de la influencia del uso del suelo minero en los Planes de Ordenamiento Territorial, sin excluir las difíciles relaciones entre la planeación nacional, regional y sectorial, así como la participación de las entidades territoriales en el sector minero.

			Ahora bien, la política académica así concretada tenía otro reto: no saturar a los centros de investigación, separándolos de sus objetivos principales; es decir, que de todas formas continuaran con su dinámica de trabajo en sus diferentes líneas de investigación. Esto se logró a cabalidad, y para demostrarlo basta un dato: en el año 2015 el Externado rompió su récord histórico de publicaciones, con un total de ciento cuarenta y nueve títulos nuevos, lo cual la ubica como la mayor editorial universitaria de país, luego de la Universidad Nacional. Lo anterior permite afirmar, sin pecar de pretensiosos, que esta obra constituye un hito en la forma de investigar en Colombia. Solo el esfuerzo mancomunado, disciplinado y constante, propio de nuestra institución, permitió llegar a buen puerto. En adelante la obra se escapa de nuestras manos y pasa al mundo de la crítica y el debate, que serán siempre bienvenidos en cualquier ambiente, ya sea académico o extra académico. Con independencia de la crítica que se pueda recibir, y que, reitero, será siempre bien acogida, queda la certeza de que se trabajó con seriedad y dedicación en una obra que con gran orgullo se presenta al país.

			Debo finalizar con varios agradecimientos. En primer término, a los profesores de los centros de investigación de la Universidad que respondieron al llamado para unirse a este enjundioso proyecto. En segundo término, a quienes editaron cada uno de los tomos, por la inteligencia para dar un marco coherente a los textos, no solo al interior de su respectivo volumen, sino en el conjunto de la obra; a la doctora Carolina Esguerra, nuestra coordinadora de investigación en el área de publicaciones, por la excelente labor de coordinación que realizó con todos los centros de investigación y con los editores de los diferentes tomos; al doctor Jorge Enrique Sánchez, director de Publicaciones, quien estuvo siempre presto a darnos su consejo para la buena edición de la obra; a los señores José Ignacio Curcio, Aureliano Pedraza y Marco Robayo por la corrección de estilo y diagramación realizada al conjunto de la obra. Finalmente, a los pares externos, con cuya lectura y crítica se mejoró sustancialmente la presente obra.

			Como Rector de la Universidad Externado de Colombia en el año 130 de su fundación, no puedo sino sentir orgullo y complacencia por esta publicación. Le deseo buen viaje a la misma, buen viaje que consistirá, así espero vivamente que sea, en la relevante repercusión social y académica que pueda tener en nuestro país.

			Juan Carlos Henao
Rector de la Universidad Externado de Colombia
Bogotá, enero de 2016

		

	
		
			
			PRESENTACIÓN 

			La colección de capítulos que el lector tiene entre sus manos permite considerar el tema de la minería y de las industrias extractivas desde diferentes puertas de entrada. Conviven aquí textos escritos por juristas, por historiadores y por expertos en participación. Abarcan ellos desde el siglo XVI hasta la coyuntura actual. Se preguntan por la base tecnológica de la explotación, por la validez constitucional de interpretaciones jurídicas específicas, por la hermenéutica de interfaces visuales como los mapas, por los mecanismos de resolución de conflictos con los que cuenta el Estado colombiano, entre otros muchos temas. Usan herramientas tomadas de la geografía, la economía, el derecho y la historia.

			¿Qué tienen de común estas narrativas? ¿Qué las dota de un hilo conductor? A mi juicio, el problema de la capacidad regulatoria de conflictos desarrollada alrededor de la actividad extractiva por parte de formas específicas de gobierno, que van desde la Colonia hasta el Estado colombiano contemporáneo. En efecto, la autoridad política ha enfrentado problemas endémicos a la hora de regular las economías extractivas, por lo cual muchas de ellas han salido parcialmente de la órbita de la legalidad y han terminado por volverse actividades altamente criminalizadas. ¿Qué tienen de específico las industrias extractivas que hace tan difícil y traumática la regulación de los conflictos que inevitablemente van asociados a ellas? Varios de los textos sugieren una respuesta. Desde la sal, en el tránsito del mundo colonial a la República, hasta el oro, el petróleo y el carbón en la actualidad, comparten una triple condición. En primer lugar, constituyen materias primas de exportación esenciales para la economía del territorio dado, sea un espacio colonial, sea el Estado-nación, sea una región específica. Se vuelven rápidamente fuentes de inversión, de empleo y de recursos fiscales. Su papel decisivo naturalmente depende de la naturaleza de la autoridad política y de sus capacidades fiscales, pero para todos los casos discutidos aquí tienen de común su gran centralidad económica y fiscal. En segundo lugar, se trata de procesos de producción extremadamente traumáticos, que transforman el territorio desde el punto de vista económico, ecológico, y social (también visual). De repente, la población o la región dada se exponen a un influjo gigantesco de rentas, muchas veces sin las capacidades administrativas y políticas para distribuirlas y gestionarlas. El suelo se rompe traumáticamente, lo que necesariamente produce externalidades negativas sobre quienes ya están instalados en el territorio. A menudo llegan nuevos trabajadores –ya sea de manera permanente o por temporadas–, que atraen nuevas oleadas de proveedores de servicios y transforman la economía moral del hábitat. Esto es particularmente importante para aquellas economías extractivas que son pésimas generadoras de empleo –y que establecen por tanto el siguiente contraste: muy poco empleo, pero por otro lado de alta calidad, con buenos sueldos y seguridad social–, como los hidrocarburos, y susceptible por tanto de dar origen a acerbos conflictos entre los “nativos” y los “nuevos”. Más aún, estos episodios de instalación de las economías extractivas en el territorio no necesariamente son sostenibles: su vulnerabilidad proviene de mercados globales cuyos parámetros no están bajo el control ni de los estados nacionales ni mucho menos de las autoridades territoriales. A menudo, por tanto, se convierten en ejemplos canónicos de las economías de boom and bust que han caracterizado la articulación de América Latina a muchos mercados mundiales, y que están descritas en detalle en la literatura especializada (cfr. Thorp et al. [eds.], 2012; Wirth [ed.], 2001, y Topik & Wells [eds.], 1998, entre otros). En tercer lugar, tienen la particularidad de permitir que alrededor suyo se construyan redes –en muchos casos armadas y articuladas al sistema político– de captura y de redistribución particularista de rentas. La diferencia entre la magnitud de estas y el nivel de vida –ingresos, base tecnológica, etc.– del territorio en el que se instalan las economías extractivas abre ventanas de oportunidad a numerosos agentes y prácticas rentísticas a través del robo, la extorsión, la evasión de impuestos, etc. En el caso de recursos que tienen uso bélico directo –como la sal– así como en otros, aquellas redes se articulan fácilmente a conflictos violentos en curso, pero también tienen el potencial de generar los suyos propios. Naturalmente, aquí hay diferencias entre los diversos productos. Una cosa son el oro o las esmeraldas, un bien portable que fácilmente se puede transportar de manera clandestina, y otra cosa son los hidrocarburos, que demandan grandes inversiones e infraestructuras. En el primer caso las redes se articularán preferentemente al contrabando ilegal –que, como es ampliamente sabido, dio origen en nuestro país a verdaderas mafias–, y en el segundo caso a la extorsión puntuada por ataques a la infraestructura1.

			En la raíz de los problemas examinados por los diversos autores que contribuyen a este tomo están las tensiones en las que se encuentran las industrias extractivas por su triple naturaleza: estratégica tanto para el nivel de vida de la población como para la autoridad política; traumática, y generadora de dinámicas rentísticas con un gran potencial de violencia y de captura del sistema político. Estos problemas son básicamente dos:

			1. Desde el punto de la estructura territorial se produce una contradicción entre los derechos de las autoridades locales para hacer ellas mismas el balance de los costos y beneficios de los impactos directos de la actividad extractiva, y el carácter estratégico de esta. Aquí hay diversos balances que es menester hacer, y no siempre se presentan –aunque sí frecuentemente, y son los que se consideran con más atención en este libro– como una disputa entre la población agraviada y las autoridades centrales. Por ejemplo, la inversión puede aumentar el nivel de vida de la población en su conjunto, pero a la vez cargar con pesadas externalidades a las poblaciones afectadas. En algunos casos, cuando el Estado expresa los intereses de agencias multinacionales –o de manera más prosaica e igualmente peligrosa, cuando encarna redes políticas que se benefician de su presencia en territorios específicos–, la inversión beneficia a agentes particulares nacionales y globales, y deja en el territorio una catástrofe ecológica. A veces aparecen también conflictos entre diversas territorialidades. Como lo observan en este libro varios autores, todo esto se expresa formalmente como el enfrentamiento entre diferentes principios reguladores. Y esto me lleva al siguiente punto.

			2. Desde el punto de la provisión de regulación se produce una contradicción entre el carácter estratégico de la actividad y el desarrollo de una economía política rentística en el territorio. En esta perspectiva, tanto por capacidades como por el grado de articulación a tales redes, las agencias centrales son menos susceptibles de captura que las locales. Obviamente, este es un principio general, no uno doctrinario que se aplique en todas y cada una de las circunstancias. De hecho, en muchos casos la captura regulatoria de las agencias por parte de redes rentísticas a menudo viene de la mano de coaliciones nacionales-locales, algo que apenas estamos comenzando a entender. Sin embargo, la tendencia general es bastante clara. Las agencias centrales son menos accesibles, tienen más recursos humanos y materiales (y por consiguiente puede ser mucho más costoso capturarlas), y están sujetas a sistemas de incentivos que involucran a muchos más actores, lo que les deja menos margen de maniobra para actuar de manera discrecional. Aquí vale la pena hacer tres observaciones. En primer lugar, esto no quiere decir que necesariamente la provisión de regulaciones relativamente universalistas vaya siempre a favor del bienestar de toda la población, menos de la población que habita el territorio. La regulación de las salinas descritas en la parte final del ensayo escrito por Daniel Gutiérrez tiene un final catastrófico (y melancólico): se impide a los trabajadores utilizar los subproductos de la sal, generándoles un daño cierto en su nivel de vida, en medio de un tremendo estancamiento tecnológico. La otra cara de la moneda es que ya deberíamos saber –así no fuera más que por experiencia dolorosa– que la captura particularista puede tener los peores efectos tanto sobre el país como sobre el territorio en particular (la bibliografía al respecto es enorme; basta con citar a Przeworski, 2003). Esto me lleva a la segunda observación. Precisamente por esto es que no se puede suponer que la descentralización, o el localismo, sean necesariamente alternativas más democráticas que la centralización –un elemento nodal del sentido común liberal sobre cuyas consecuencias amargas también deberíamos estar bastante bien versados. La voz local puede expresar los reparos comunitarios a los efectos traumáticos de las industrias extractivas, y a menudo lo hace. A menudo lo hace, como cuando las autoridades locales morigeran las derivas represivas del Estado central, o se oponen a ellas. Pero también puede estar hablando el lenguaje de las redes rentísticas que las mismas industrias han generado –a veces con su participación entusiasta, a veces sin ella–. De manera correlativa, las agencias centrales podrían estar adoptando el idioma del interés nacional, pero también de su arrogancia, o simplemente de su captura por parte de actores globales. Esta ambigüedad intrínseca no es susceptible de ser resuelta con fórmulas generales o more jurídico (solamente se puede tramitar a través de la política). Menos aún es posible encasillarla en una plantilla foucaultiana: resistencias locales a un plan maestro global. 

			Naturalmente, y como sugerí antes, cada una de las industrias extractivas tiene su particularidad, cosa que se observa claramente en varios de los textos (sobre todo en el de Garrido). Sin embargo, las tensiones y contradicciones a las que me he referido aquí parecen atravesarlas a todas ellas, y podrían explicar las dificultades para su regulación (aparte, por supuesto, del puro poder de los actores y de la magnitud de las rentas involucrados). La autoridad política central está parada sobre la inversión, las necesidades fiscales, los intereses a largo plazo; pero también sobre la captura por parte de actores globales2 y el desconocimiento de los efectos traumáticos de las industrias extractivas sobre el territorio. Las autoridades y voces locales expresan demandas articuladas al medio ambiente, al empleo y a distintas modalidades de resistencia social, pero también a la captura por parte de redes rentísticas, expresiones armadas y grupos de interés altamente criminalizados. Ya señalé arriba que este panorama es un poco mecánico, pues las coaliciones realmente existentes que aparecen en los territorios, a favor o en contra, generalmente expresan de cada lado la convergencia de intereses tanto nacionales como locales, así que el análisis se puede y debe afinar en la dirección de la identificación de tales coaliciones.

			Como esto es así, como los problemas generados por la industria escapan a una definición –y a un planteamiento de políticas– puramente formulista, se necesita pensarlos y observarlos desde una perspectiva interdisciplinaria. Solo describiendo en la larga duración las dificultades de la autoridad política para regular de manera viable y sostenible a las industrias extractivas se puede llegar a capturar las invariantes de nuestras catástrofes regulatorias. Solamente desde los saberes jurídicos se pueden describir bien los diseños institucionales relevantes, traducir adecuadamente al mundo de las políticas las tensiones y contradicciones descritas más arriba, y traducir así mismo las posibles soluciones. Sólo desde una comprensión adecuada del espacio se puede entender la materialidad de la presencia física de las industrias extractivas, su forma específica de hacer presencia en el territorio, y por lo tanto sus efectos y dinámicas. Y así sucesivamente. 

			Los capítulos de este tomo son altamente ilustrativos sobre estos y otros problemas. Están organizados de la siguiente manera. En primer lugar, el tour de force de Sebastián Díaz nos lleva del siglo XVI hasta la Colombia contemporánea, reflexionando sobre la importancia estratégica de la minería a tres niveles: la representación gráfica de la riqueza, los macro-planes desarrollados por actores globales de explotación de tal riqueza, y la forma específica en que esos planes se expresan –y progresan o no, dependiendo de las contingencias– en el territorio. 

			A continuación, Margarita Garrido reflexiona sobre el papel de las industrias extractivas en el ordenamiento colonial. El lector debe resistir la tentación de pensar esta narrativa como una simple rememoración. Por una parte, muestra en detalle diseños institucionales que podrían estar relacionados con tendencias de larga duración en el territorio que hoy denominamos Colombia. Por otra, muestra con gran plasticidad cómo se articularon tales diseños con realidades materiales (base tecnológica, desconexión entre diversas regiones, etc.) y con las especificidades del orden político que transitaba el camino de las reformas borbónicas. En las múltiples interfaces entre estas dimensiones se desarrollan diferentes modalidades y derechos de propiedad, dominios y formas de relacionarse con el poder. 

			El capítulo de Daniel Gutiérrez está todavía más concentrado en la materialidad de la explotación minera. A propósito, es imposible familiarizarse con la literatura sobre las industrias extractivas y no darse cuenta de que sin entender los aspectos más prosaicos y específicos de sus procesos de producción es difícil decir algo sensato sobre ellas. Daniel comienza con la simple constatación de que la sal es indispensable para la vida humana, para a renglón seguido destacar que también tenía un sentido bélico inmediato. Además, constituyó una fuente fundamental de recursos para una colonia en problemas y para una naciente república sumida en una crisis fiscal muy profunda que abarcaría casi todo nuestro siglo XIX. Como otros productos mineros, la sal es un bien portable, lo que facilita el contrabando. En este contexto, el poder político ensaya diversas formas de regulación, algunas de las cuales resultan claramente onerosas para la población local; ninguna de ellas funciona, ni para el poder político, ni para la población. De hecho, al final del siglo XIX la base tecnológica de la producción de la sal apenas se ha movido.

			Héctor Santaella se pregunta por la gestión territorial de los conflictos causados por las industrias extractivas, en un contexto institucional específico –la Constitución de 1991– y en la perspectiva de una tradición histórica caracterizada por la “arrogancia de las autoridades centrales” y su “desconfianza” frente a los habitantes. El planteamiento invita a un diálogo cuidadoso –iniciado, pero no agotado, en este volumen– entre disciplinas jurídicas e historia. El autor desarrolla una cuidadosa revisión de los conflictos desplegados con ocasión de las oposiciones locales a los proyectos mineros, encontrando en la raíz vacíos legislativos que, muy en particular, se relacionan con las competencias y atribuciones de los diferentes niveles territoriales.

			El enfoque de Paula Robledo Silva es análogo, pero su atención se centra en los tres principios constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. La autonomía de las unidades subnacionales es el “faro axiológico” de la Constitución de 1991, pero este principio tiene que dialogar con el otro, también de nivel constitucional, según el cual el Estado es unitario. La reflexión de la autora va dirigida a entender cómo pueden coexistir armónicamente estos dos principios y aplicarse a conflictos como los generados por las industrias extractivas.

			Jaime Arias mira el desarrollo de la industria minera en la Costa desde la economía. Muestra que tanto su implantación como sus impactos regionales están sujetos a grandes variaciones territoriales. Desde allí concluye que hay muchas clases de minería –“tipos mineros”– y también formas de relacionarse fiscalmente con el Estado. De manera explícita, y a mi juicio muy valiosa, enlaza el boom minero con diversas teorías del desarrollo. En particular, concluye que la falta de encadenamientos productivos entre la industria y otros sectores económicos puede generar un contraste entre las rentas generadas y el saldo final de desarrollo que reciben los municipios.

			La puerta de entrada del texto de Johann Julio y David Herrera es muy interesante: considera los Planes de Ordenamiento Territorial –POT– y la manera en que se relacionan con los proyectos minero-energéticos. El quid del asunto reside en que los POT –en particular los planes de ordenamiento municipal– tienen la atribución de delimitar dónde se puede o no adelantar la explotación minera. Esto, en principio, le da un gran poder a las localidades frente a las autoridades nacionales para decidir si la “locomotora minera” se debe detener o no a las puertas del municipio. Sin embargo, el autor muestra muy bien que hay otros factores que actúan en la dirección contraria. Nombro aquí solamente dos muy importantes de los varios que resaltan Johann y David. Por una parte, una buena porción de los municipios colombianos no tienen plan de ordenamiento, o no lo tienen actualizado; las capacidades y proclividades son muy desiguales a lo largo y ancho del territorio. Por otra parte, y aparentemente en contradicción flagrante con principios constitucionales, el Código Minero de 2001 consideró como de “utilidad pública e interés social” la minería, lo que la hace en gran medida invulnerable a las objeciones locales. Esto fue demandado, pero la Corte Constitucional encontró en 2014 que el Código era exequible. Nótese cómo operan aquí las tensiones y contradicciones a las que me referí más arriba (carácter estratégico y a la vez traumático de la industria, y “soluciones” jurídicas que a menudo encarnan racionalidades políticas y de compromiso).

			Finalmente, Claudia Marcela Herrera pide “descontaminar” de factores emocionales e ideológicos el debate sobre la participación de las autoridades locales en las decisiones sobre las industrias extractivas, notando que existe una tensión entre “estatistas” –el subsuelo es del Estado– y “localistas” –un postulado fundamental de la Constitución de 1991 es el de autonomía territorial–, y señalando como posible punto de convergencia el desarrollo territorial con participación de las autoridades locales. La autora también se concentra en el debate alrededor del Código Minero, deteniéndose en los argumentos que condujeron a la Corte Constitucional a considerar su exequibilidad. Dentro de todo el discurso jurídico con base en el cual la autora se decanta también a favor de la exequibilidad del Código, se nota un movimiento pendular entre los polos de varias dicotomías, llamando a su armonización: desarrollo y protección del ambiente, unidad nacional y autonomías territoriales, desarrollo ambiental e impactos ambientales, progresividad en los impuestos y estímulos a la inversión, y así sucesivamente. Para el lego en asuntos jurídicos es inevitable el siguiente comentario: más fácil decirlo que hacerlo. Lo que muestra este tomo son precisamente las grandes dificultades que han tenido diversas modalidades de autoridad política para moverse entre esas tensiones, en diversas coyunturas internacionales y con respecto a los distintos “tipos mineros”. Pero el punto que resalta adecuadamente la autora es que la exequibilidad del Código de Minas tiene consecuencias, en el sentido de que establece ámbitos de participación, así como procedimientos específicos y los describe en detalle, lo que constituye un aporte muy valioso a la comprensión realmente existente de los diseños institucionales sobre los que operan en Colombia todos los actores relacionados con las industrias extractivas.

			Todos los actores relacionados… ¿cuántos en realidad no lo están? Este libro puede convertirse en un referente para quien quiera comprender un tema absolutamente vital para el país.

			Francisco Gutiérrez Sanín
Centro de Estudios en Historia 
Director de la Línea de Investigación 
Partidos Políticos, Violencia y Democracia
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			PRESENTACIÓN

			Este capítulo propone una nueva veta para estudiar la historia de la minería en Colombia: seguir el filón –fragmentado, disperso y muy poco explorado– de los mapas mineros. En este capítulo exploraremos algunos mapas impresos y manuscritos de los siglos XVI, XVII, XVIII, XIX y XX en los que el tema minero aparece de distintas maneras, y bajo lógicas e intereses diversos. No nos interesan aquí los detalles técnicos de los procesos cartográficos involucrados en la producción de estos mapas ni tampoco evaluar su precisión geográfica o geológica. Nos interesan los mapas en cuanto que dispositivos sociales de dominio sobre las regiones y los territorios en los que se explotaban –o se aspiraban a explotar– los recursos mineros. Lo que buscamos es contribuir a esclarecer algunos aspectos estratégicos de la historia minera poco estudiados pero que merecen ser analizados con más detalle: la representación gráfica de la riqueza, los planes desarrollados por los distintos actores locales y globales para el control y la explotación de tal riqueza, y la forma específica en que esos planes se expresan –y progresan o no, dependiendo de las contingencias– en el territorio o en nuevos proyectos, planes, planos y mapas. Hay aquí pues una mirada intencionalmente atenta a las relaciones de poder –en diversos sentidos– entre proyectos, mapas y territorios mineros. 

			Aunque habitualmente los mapas sugieren ser un mero retrato, una copia fiel de la realidad de lo que existe tal y como es, a continuación veremos que los mapas –en este caso los mapas mineros– son abstracciones espaciales sofisticadas, que han servido tanto de herramientas para inventariar, clasificar, jerarquizar, delimitar y dominar el subsuelo, como de instrumentos de control y conocimiento para gobernar personas, territorios y recursos –reales o imaginados, secretos o manifiestos, comprobados o potenciales–, utilizados a veces incluso como artefactos ideológicos en contiendas geopolíticas a distintas escalas1. 

			En primer lugar echaremos un vistazo a algunos mapas de los siglos XVI a XVIII (sección 1), preguntándonos quiénes tenían entonces la capacidad, la necesidad y también la potestad –y no solo el interés o el deseo– de elaborar cartografías con algún tipo de información sobre la minería en los dominios americanos del imperio español. En las siguientes secciones observaremos fragmentos cartográficos más específicos de la historia minera de Colombia de los siglos XIX y XX, pero para ello utilizaremos una cronología inversa –primero abordaremos el siglo XX (sección 2) y luego el siglo XIX (sección 3). Esta cronología inversa facilitará, espero, la presentación de algunos argumentos, contrarrestando las desigualdades importantes que hay entre las secciones desde la perspectiva del uso de fuentes. Finalmente, también nos permitirá resaltar el carácter fragmentario y preliminar que actualmente presenta el estudio de las cartografías mineras, su papel en la construcción del país y en el diseño de su proyección económica y social en el hemisferio y el mundo. 

			1. SECRETOS IMPERIALES, PROPAGANDA Y ANSIEDADES MINERO-METALÚRGICAS EN LOS MAPAS COLONIALES (SIGLOS XVI A XVIII)

			La pasión ardiente que los hombres han sentido siempre por las riquezas haría pasar por criminal aquel geógrafo que no señale de manera exacta en sus mapas la ubicación conocida de todas las minas que se descubren por el mundo. Me sorprende que esta misma pasión no haya hecho nacer aún la idea de levantar mapas especiales donde fueran señaladas todas las minas, indicando con una palabra o con una nota, los metales y los minerales que allí se extraen. Estos mapas serían prodigiosamente útiles, y las minas de América deberían ser las primeras en ser incluidas (Augustin Lubin, 1678)2. 

			En 1678 el padre agustino y geógrafo Augustin Lubin expresaba en su Mercure Géographique –una guía erudita de conceptos geográficos y cartográficos3– su pesar por la inexistencia de un mapa “especial” en el que se compilaran y ubicaran todas las minas conocidas del mundo, en particular las americanas, y donde se indicaran los minerales que en cada lugar se extraían. Lubin manifestaba así su sorpresa y descontento por la falta de un mapa de este tipo, calificando incluso de criminales –en broma, sin duda– a sus colegas geógrafos que no habían generado aún este tipo de cartografías mineras sobre lugares de grandes riquezas minerales, como el continente americano, del que circulaban en Europa, en cambio, diversidad de impresos, incluyendo imágenes, donde se resaltaba –alegórica y toponímicamente, por ejemplo– la enorme riqueza metalúrgica del nuevo continente. Tal y como han resaltado diversos autores, desde el principio, el Nuevo Mundo fue promocionado en Europa como una tierra de abundancia, como un generoso paraíso que justificaba en sí mismo los costos de viaje, exploración, conquista y colonización. 

			Tanto Colón como quienes le siguieron fueron maestros de la hipérbole con fines políticos; enfatizando la belleza y riqueza, real o pretendida, que los nuevos territorios ofrecían a la Corona española. En este sentido podemos argumentar que los topónimos sirvieron como herramientas propagandísticas. El adjetivo “rico”, por ejemplo, se hizo común –Costa Rica, Puerto Rico, Villa Rica en Paraguay o Poza Rica en México, al igual que la primera ciudad fundada por Cortés, la Villa Rica de la Vera Cruz, cuyo nombre articulaba de manera brillante a Dios y el oro, las dos fuerzas que dirigían el impulso conquistador. El oro aparece en el antiguo nombre (Castilla del Oro) de Panamá y el norte de Colombia, que fue la primera parte explorada del continente por Pedrarias Dávila, Balboa, entre otros y que fue también el primer nombre oficial que tuvo todo el continente americano. El oro no resultó tan abundante como la plata, y esto se reflejó en múltiples toponímicos argentíferos como Puerto Plata en República Dominicana o el Río de la Plata en Suramérica. La inmensa riqueza de las minas de plata del Cerro de Potosí en Bolivia rápidamente hizo legendario este topónimo, al punto que ‘Potosí’ se convirtió en un nuevo sinónimo de enormes riquezas. Cuando a finales del siglo XVI, se descubrió un gran yacimiento de plata al norte de México, la ciudad de San Luis Mequitique fue rebautizada como San Luis de Potosí […] En otros casos los topónimos derivaban de la abundancia y la circulación de otros minerales y riquezas, como las esmeraldas (Costa de Esmeraldas en Ecuador), o las perlas (Isla de las Perlas en Panamá o Islas Margarita –margaris es el latín de perlas– en Venezuela)4.
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(MAPA Y DETALLE) NOVISSIMA ET ACCURATISSIMA 
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			Así, en tiempos de Lupin circulaban en Europa múltiples geografías y cartografías de América, con estos y otros topónimos auríferos y argentíferos, incluyendo, por ejemplo, el mapa Novissima et Accuratissima Totius Americae Descriptio del reconocido cartógrafo holandés Nicolaes Visscher, cuyo cartucho decorativo condensaba el imaginario y la iconografía aurífera producida en Europa desde el siglo XVI sobre América (Figuras 1.1), y cuya escena alegórica fue copiada, reproducida y adaptada en sinnúmero de mapas y atlas europeos hasta bien entrado el siglo XVIII: allí, en la esquina inferior izquierda del mapa, el continente americano aparece personificado como un indígena ataviado de plumas, con un collar de perlas, protegido del sol tropical, y con siete lingotes de oro fundido a sus pies, producto del trabajo de esclavos africanos en las minas6. 

			Casi tres siglos después, en 1964, el geólogo francés Pierre Laffitte, subdirector de la Escuela de Minas de París y consejero científico del Bureau de Recherches Géologiques et Minières de Francia, se lamentaba ante el limitado desarrollo de una “cartografía especial que acompañara las estadísticas mineras”, pues, según él, la ubicación de los distritos mineros del mundo o de un continente extenso –como América– “debía aun hacerse con base en atlas imprecisos y en multiplicidad de mapas nacionales, a escalas muy variadas y donde raramente se indicaba la ubicación precisa de las minas y la importancia de las reservas mineras”7. ¿Tenía Lubin razón al afirmar que hasta 1678 nadie había tenido aún la posibilidad de levantar estos mapas mineros del mundo, o de América?, y ¿qué habría dificultado o retrasado la elaboración de estos mapas mineros de grandes regiones y continentes –o incluso del mundo– hasta mediados del siglo XX, como alegaba el geólogo Laffitte en 1964? 

			La tarea de elaborar un mapamundi minero como el anhelado por Lubin en 1678 o como el propuesto por Laffitte en 1964 parece relativamente sencilla –y realizable– pues solo se necesita tener un buen mapa base y el listado de todas –o las principales– minas existentes en el mundo (o en América) indicando su ubicación y el tipo de minerales que allí se extraen, más –eventualmente– alguna información sobre la magnitud de su explotación o de sus reservas. En la práctica, empero, la tarea resulta ciertamente problemática pues ¿quién podría tener el registro de la existencia, la ubicación, y el tipo de producción –o reserva– de todas las minas del mundo o de alguno de los continentes? ¿Quién la podría tener, en particular a finales del siglo XVII sobre un continente como América, entonces en disputa entre varias potencias rivales europeas?, ¿y qué ha ocurrido en tiempos más recientes?, ¿cuándo empezó a existir alguna suerte de autoridad internacional, que compile o dé acceso libre a esta información a nivel mundial o a nivel regional, en una suerte de “open data” internacional de la minería? ¿Cómo es la situación en Colombia, y desde cuándo existen estos mapas mineros en el país? Formular y responder este tipo de preguntas permitiría entender mejor cómo ha sido la producción y circulación de conocimientos estratégicos para la economía política de los imperios, los Estados y las naciones.

			Un paso atrás. Las regalías mineras americanas tuvieron sin duda alguna gran trascendencia para la Corona española a lo largo del periodo colonial (un 30% de los ingresos totales de la Corona a principios del siglo XVII eran colectados a través de impuestos como el quinto real8); por tanto es de suponer que las autoridades peninsulares tuviesen algún tipo de registro, más o menos exhaustivo para la época, de las minas en sus dominios ultramarinos, incluyendo mapas9. Pero esto no implica que a finales del siglo XVII esta valiosa información fuera accesible o estuviese disponible a un geógrafo como Lupin –de un reino enemigo de España, como lo era entonces Francia– para que pudiese elaborar y publicar, por iniciativa propia, este tipo de mapas tan codiciados y especiales. El deseo de Lupin de poder ver plasmado en un mapa del mundo –o de América– la ubicación de todas las minas, fuente de riquezas minerales y metálicas que dinamizaban el sistema-mundo, chocaba con los intereses geoestratégicos imperiales –los arcana imperii– de los monarcas españoles de la época10. 

			De otra parte, esto no impedía que los soberanos españoles estuviesen también interesados en hacer circular por Europa mapas de América en los que se publicitara la existencia –real o fantasiosa– de grandes reservas de riquezas mineras en sus dominios americanos. Tal parece ser el caso de la publicación a finales del siglo XVI del mapa Peruviae Auriferae Regionis Typus (Figuras 1.2) o “Mapa de las Regiones Auríferas del Perú”, donde aparece el “Aurea Regio” (reino o región del oro), un topónimo de la tradición geográfica ptolemaica que fue trasplantado por Abraham Ortelius, geógrafo del rey Felipe II, a la “Castilla del Oro” para promover el imaginario de la existencia de la región de El Dorado al norte del virreinato del Perú, al oriente del “Bogotá Reg” (región o reino de Bogotá) 11. La publicación del mapa en el Theatrum Orbis Terrarum –actualmente considerado como el más influyente atlas de la segunda mitad del siglo XVI– robustecía así el discurso ideológico del monarca español según el cual la gracia divina le había reservado a la Corona española las inmensas riquezas metalúrgicas americanas, como recompensa a su labor evangelizadora bajo el ideario de la Monarquía Universal Católica12. Que el Peruviae Auriferae Regionis Typus sea el mapa impreso más antiguo que conozcamos sobre los actuales Colombia, Ecuador y Perú, no deja de ser un dato revelador sobre la identidad aurífera que desde tiempos de la conquista adquirió este territorio en el imaginario occidental. 

			

			
		
			 

				
					FIGURAS 1.2 
(MAPA Y DETALLE) PERUVIAE AURIFERAE REGIONIS TYPUS, 158413
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			Ahora bien, si en los siglos XVI y XVII la Corona española manejaba estrategias de secretismo imperial sobre los detalles de la exploración y la explotación de las riquezas en sus dominios americanos, a la par que se encargaba de publicitar –en los más influyentes atlas por ejemplo– sus reservas metálicas –reales o ficticias– ante coronas rivales, aliados y acreedores; en el siglo XVIII los esfuerzos de los reyes Borbones giraron más bien en torno a aumentar la enorme producción metalúrgica americana, que venía decayendo preocupantemente14. Los soberanos Borbones de España se concentraron en actualizar la tecnología minera, en mejorar la productividad de las explotaciones, en “garantizar una oferta de trabajo constante, maximizar el flujo de metálico a las arcas reales, y reducir al mínimo la circulación de metales preciosos no gravados”15, y todo en un contexto ilustrado europeo más crítico –que entusiasta– de la minería hispánica en América. Si en el siglo XVI y XVII casi todos en Europa parecían obnubilados por las riquezas mineras que España recibía de América, a finales del siglo XVIII prestigiosas pensadores criticaban los impactos sociales, económicos y culturales del flujo abundante de metales desde el Nuevo Mundo16. Influidos por la escuela fisiócrata, varios ilustrados criticaban la enorme dependencia española de metales preciosos, e imputándole a esta dependencia el origen de la debilidad económica y de la decadencia general del imperio español. El influyente holandés Cornelio de Pauw, por ejemplo, escribía al respecto en 1771 que: 

			Las minas de oro y de plata no prueban que América sea un país excelente: los que trabajan en las minas no tienen zapatos ni camisa. Estas riquezas son tan perversas que empobrecieron a España y Portugal, que las miraban como un patrimonio. El Perú sería infinitamente más feliz si en vez de poseer yacimientos de metales, tuviera una población suficiente, buenas tierras laborables, bien irrigadas, y sobretodo buenos caminos […] Tanto es cierto que todo el oro y la plata del mundo no producen nada en las manos de un pueblo indolente, como que el trabajo produce todo, independientemente del oro y de la plata17.

			Sin embargo, y a pesar de las variadas críticas fisiócratas e ilustradas18, la minería en la Europa del siglo XVIII empezaba a disfrutar también de un apoyo estatal vigoroso –sobre todo en Alemania y en los países escandinavos–, reafirmado en la creación de escuelas mineras y cátedras universitarias desde la década de 1750. Estas nuevas instituciones jugaron un papel importante en el fomento de la enseñanza, la profesionalización y la investigación en ciencias y técnicas mineralógicas y geológicas. En estos años se promovieron nuevos métodos de beneficio de metales y de prospección minera –incluyendo la elaboración de mapas especiales mineros y geológicos19. Y precisamente entre los ajustes que los Borbones realizaron al ámbito minero americano para mejorar los ingresos reales se puede resaltar la expedición de las Ordenanzas de Minería de Nueva España (aprobadas por Carlos III en 1783 haciéndolas extensivas a todos los virreinatos americanos)20, la creación del Tribunal de Minería en México en 1776 y el de Lima en 1785, la fundación del Real Seminario de Minería de México, al estilo de las academias de minas de Freiberg y de Almadén, y las misiones mineras y metalúrgicas de expertos alemanes como Thadeus von Nordenflycht al Perú y de Friederich Sonneschmidt a México, para probar nuevos métodos de beneficio de la plata –aunque con resultados controvertidos21–. 

			La publicación en París de la Carte Générale du Royaume de la Nouvelle Espagne (1809) de Alexander von Humboldt (Figuras 1.3) da cuenta de un importante cambio de lógica en la política de divulgación borbónica de información detallada sobre sus principales regiones mineras: el mapa más preciso hasta entonces elaborado y publicado sobre Nueva España revelaba –por fin, diría Lubin– la ubicación de los principales reales de minas de México en sus treinta y siete distritos mineros (o Diputaciones de Minas). El mapa, elaborado por Humboldt en el Real Seminario de Minería de México en 1804, por petición expresa del Tribunal de Minería, y con base en cálculos astronómicos, contenía la información minera oficial compilada previamente por Fausto D´Elhuyar (Delhuyar o De Elhuyar en la historiografía Mexicana), químico español director del establecimiento y hermano de Juan José de D´Elhuyar (recordado en Colombia por sus experimentos con José Celestino Mutis para el beneficio de las minas de plata de Mariquita, en el Virreinato de la Nueva Granada22). Según el propio Humboldt, su mapa de México debía servir “tanto para la administración del país, como para quien en el mundo quisiera conocer la producción minera del reino”23.

			Haciendo gala de su autoridad científica, Humboldt acompañó su mapa con estadísticas y gráficas que clarificaban al público europeo las dimensiones de la producción minera de América por regiones, volúmenes y valor de los metales, de acuerdo con el espíritu liberal de los nuevos tiempos (Figuras 1.4). Estas gráficas incluyeron información sobre la producción metalífera del recién creado Virreinato de la Nueva Granada (que abarcaba grosso modo los actuales territorios de Colombia, Ecuador y Panamá)24, y que –en valor de lo producido– ocupaba un cuarto lugar, después de las de México, Perú, y del también recién creado Virreinato de Buenos Aires (o de La Plata). 


		
						
					
						 
			
							
								FIGURAS 1.3
(MAPA Y DETALLES) CARTE GÉNÉRALE DU ROYAUME DE LA NOUVELLE ESPAGNE, 181125
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								FIGURAS 1.4
(MAPA Y DETALLES) ESTADÍSTICAS MINERAS DE AMÉRICA, 181126
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			Y aunque las proporciones de la minería y el volumen de extracción de metales preciosos en el Virreinato de la Nueva Granada fueron siempre modestos en comparación con los de México y Perú, la Nueva Granada era el principal productor de oro del imperio español. Simultáneamente la economía del Virreinato giraba casi exclusivamente en torno a la extracción del oro –y sobre todo la del fisco Real a través de las regalías–27. 

			Por ello no deja de ser clave resaltar cómo a lo largo del siglo XVIII múltiples informes de las autoridades de la Nueva Granada –en particular las relaciones de mando de los Virreyes28– hicieron enorme hincapié en la situación crítica de la minería del Virreinato; y que algunos de estos informes fueron respaldados por mapas manuscritos –para uso exclusivo de las autoridades reales– donde se ubicaban las zonas mineras y sus problemas. Tampoco sobra resaltar que estos mapas constituyen actualmente los documentos cartográficos más importantes que se conservan del periodo colonial. 

			Tal es el caso del informe Estado del Virreinato de Santafé, Nuevo Reyno de Granada29 (1772), de Francisco Antonio Moreno y Escandón, “Fiscal Protector de la Real Audiencia de Santa Fe y Juez Conservador de Rentas”, que contenía el mapa titulado Plan Geográfico del Virreinato de Santafé de Bogotá, Nuevo Reyno de Granada30 (Figuras 1.5). 

			

			
		
			 

				
					FIGURAS 1.5
(MAPA Y DETALLE) PLAN GEOGRÁFICO DEL VIRREINATO 
DE SANTA FE DE BOGOTÁ, 1772
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			Una nota de este mapa resume el diagnóstico general de Moreno y Escandón sobre la crítica situación de la Minería y las rentas Reales (regalías) a finales del siglo XVIII en el Reino de Nueva Granada y el Virreinato de Santafé:

			[…] careciendo este Reino de comercio activo, por reducirse a la extracción de algunos cacaos y otros frutos en muy poca cantidad, consiste su conservación en la labor de sus minas, que aunque abundantes en casi todas sus provincias, se trabajan en pocas, y sólo merecen consideración actualmente las de Popayán, Antioquia y las del Chocó, que son de oro, a q uienes se agregan otras muy escasas del mismo metal. Con abandono de las de plata y otros minerales, por la pobreza de los habitantes y causas que se insinúan en la relación. Numerándose en las minas del Chocó 1.297 negros esclavos; en las de Antioquia 1.462 y en las de Popayán 4.765, ocupados a beneficio de sus Dueños en el trabajo de sus minas. 

			Mapa e informe, con sus estadísticas, buscaban en conjunto ser, 

			… una exacta relación que demuestra el estado actual del Virreinato y sus Provincias, en la administración de Justicia y Real Hacienda, lo Militar y Político de su Gobierno, decadencia de su comercio, frutos preciosos de que abunda y minas que atesora, manifestado el origen y causas de algunos de sus atrasos y los medios oportunos que […] pueden aplicarse para su fomento y disfrutar las riquezas que oculta […] para que sirviendo de noticia pueda el Gobierno y los Superiores con más sólido y acertado discernimiento proponer y proporcionar sus resoluciones, en beneficio común y cómo mejor convenga al Servicio del Rey y adelantamiento de la Monarquía, que es el objeto principal de esta obra”31. 

			En el mapa y en el informe de Moreno y Escandón se enfatizaba la dependencia fiscal del aparato burocrático virreinal frente a una precaria actividad de minería aurífera ubicada muchas veces en regiones periféricas del reino, como el Chocó, que eran altamente vulnerables a las incursiones enemigas y al contrabando, donde primaban la pobreza de los habitantes, la precariedad institucional, y el costoso e irregular acceso a herramientas y alimentos:

			[…] que por la parte de Calidonia y Golfo del Darién se padece un total descubierto y tienen los extranjeros la puerta franca para su comercio, sino también para establecerse en él y aun para invadir las provincias del Chocó cuya conservación demanda y merece las primeras atenciones del Gobierno y de nuestra Corona, por ser estas y las de Antioquia, su confinante, las que en sus minas producen el oro, único fruto del que depende la conservación de todo este Virreinato, y cuyo fomento es la raíz principal y casi única para que florezca. […] casi siempre se vive con escasez en las provincias del Chocó: todo cuesta a los mineros sobre caro, y consiguientemente no es fácil que logren adelantamiento de las minas sino notorio atraso, como enseña la experiencia, pues apenas hay minero alguno que no viva empeñado de deudas, trampeando para conservarse y mantenerse, y de aquí nace que este reino nunca podrá florecer si no se pone remedio al desorden. […] la subsistencia del Virreinato depende de las minas de oro y su fomento, porque no se comercian frutos algunos, ni tienen por donde adquirir trato y compensación los géneros que de fuera precisan. Y así el oro que producen sus minas es el único que sostiene las rentas reales, el comercio y los mineros. De un corto número de hombres que dedicados por particular providencia a este laborioso e importante ejercicio, está pendiente todo el Virreinato: si estos cesasen y abandonases su ocupación, vendría a tierra la máquina del Virreinato, y así parece que la atención del Gobierno debe dirigirse con particular estudio a sostener estos útiles y preciosos vasallos, a facilitarles los alimentos, instrumentos y demás conducente y necesario para que sea menos costoso y molesto el trabajo, y con la abundancia consigan mayores ventajas, saquen el oro más abundante y se estimulen a nuevos descubrimientos32. 

			Las regiones mineras, y los propios territorios mineros, insistía el funcionario Moreno y Escandón, requerían de un decidido apoyo de la Corona. Pero para “poner remedio al desorden” y a la fuga de oro no gravado (contrabando) también era necesario poner en cintura el funcionamiento de las Casas de Moneda, donde se debía acuñar el circulante y donde se pagaban a la Corona el quinto real y las demás regalías. Para Moreno y Escandón había que suprimir la Casa de Popayán que se consideraba “perniciosa” y que generaba más gastos que beneficios:

			Tiene dos casas [de moneda] este reino [y] este superior gobierno siempre ha sido de dictamen de que la […] Casa de Moneda de Popayán es inútil, a causa de que con la de esta capital [Santafé] es suficiente para la amonedación de todo el oro que se extrae de los minerales de este reino, y aun podría dar abasto a mucho más que se extrajese, aumentando el peonaje. Lo segundo a que se ha conceptuado igualmente perniciosa, porque se recrecen y duplican los gastos, de modo que todo lo que se consume en operarios en Popayán, aumentaría S.M. de utilidades […] siendo muy digno de atención solicitar remedio para precaver el desorden de la extracción de oros sin quintar, con que se defrauda el erario en los derechos de quinto y cobo, y en los de la almoneda, y se perjudica al público y común del comercio privándolos del uso de la moneda y favorables efectos de su circulación, para lo que bastaría que se cumpliesen las leyes33.

			Diagnósticos previos y posteriores al de Moreno y Escandón enfatizaban en problemas similares, como por ejemplo el informe de 1729 por parte del Presidente de la Audiencia, Antonio Manso, quien señalaba:

			Es cierto, señor, que hay mucho más oro [en este Reino] que el que dejo insinuado; pero sábese solo que le hay por lo patente que está y algunos tomines que se rescatan, no porque alguien le trabaje en las minas; y aunque parece contradicción haber dicho que en el Chocó se saca a cargas y que la gente es pobrísima, no hay ninguna porque el oro que se saca del Chocó es parte de los dueños de minas, que todos son vecinos de Popayán, los cuales le envían a labrar a la Casa de Moneda; es de los forasteros que lo van a buscar y traen al lugar también a labrar, aunque es otro tanto el que se extravía. Estas porciones reducidas a doblones vuelven a salir sin dejar más utilidad al lugar que la que le queda al tesorero de la Casa de Moneda que la labra, con que agotadas las minas solo sienten los extraños la utilidad34.

			Estos y otros informes, al igual que los mapas conexos, merecen estudios detallados y comparados que pueden ser de gran interés para comprender mejor la geografía histórica minera del país35. Tal es el caso del Mapa Corográfico del Nuevo Reino de Granada (1809)36 del Teniente coronel de ingenieros Vicente Talledo y Rivera, que incluye la ubicación de minas de oro, plata, cobre, plomo, hierro, azogue, azufre y sal pero que se encuentra incompleto en los archivos colombianos (Figuras 1.6), faltándole la hoja III correspondiente a unas principales regiones mineras del país, y que podría haber terminado en las colecciones cartográficas de la Biblioteca del Congreso de los Estados Unidos37. 

			

			
		
			 

				
					FIGURAS 1.6
DETALLE DEL MAPA COROGRÁFICO DEL NUEVO REINO DE GRANADA (1809) 
DE TALLEDO Y RIVERA Y SUPERPOSICIÓN DE LAS HOJAS EXISTENTES 
EN EL AGN SOBRE LA PLATAFORMA GOOGLE EARTH38
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			Habiendo elaborado un poco en esta sección sobre quiénes tenían –entre los siglos XVI y XVIII– la capacidad, la necesidad y también la potestad –y no solo el interés o el deseo–, de elaborar cartografías con algún tipo de información –general o detallada, pública o restringida, propagandística o critica– sobre la minería en los dominios americanos del imperio español, a continuación cambiaremos nuestra mirada a otros fragmentos de la historia minera de Colombia, en los siglos XIX y XX, cuando las revoluciones industriales, el capitalismo y el liberalismo económico buscaron dar mayor acceso a la información detallada sobre la ubicación y explotación de las reservas mineras, y también cuando los intereses nacionales necesitaron de la promoción de sus recursos naturales explotables a inversionistas extranjeros. Para ello utilizaremos una cronología inversa –como ya se mencionó– primero abordaremos el siglo XX (sección 2) y luego el siglo XIX (sección 3).

			2. LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÁRICA Y LOS MAPAS MINEROS HEMISFÉRICOS Y DE COLOMBIA (SIGLO XX)

			En 1963 el Instituto Panamericano de Geografía e Historia –IPGH–, organismo especializado de la Organización de Estados Americanos –OEA–, presentaba a través de la Comisión de Cartografía y de su subcomité de mapas especiales, algunas recomendaciones para el desarrollo de una cartografía geológica –esto es científica–, al servicio de la exploración y la explotación minera del hemisferio:

			La localización de los recursos minerales y el conocimiento de su extensión, se consigue mediante investigaciones geológicas y la preparación de cartas geológicas. Ellas dan la información esencial para descubrir y evaluar estos yacimientos y para determinar las cantidades existentes […] Mediante el uso del plano geológico, el geólogo puede localizar las áreas probables en las cuales puedan encontrase uno o varios tipos de minerales. Partiendo de este punto, el geólogo puede dedicarse a la investigación de detalle necesaria para descubrir y evaluar los minerales en particular39.

			Según el IPGH, uno de los obstáculos más importantes para la elaboración de estos mapas geológico-mineros hemisféricos era la gran dispersión que hasta entonces existía de la información, a nivel local, regional y nacional, tanto en el caso de los yacimientos en explotación, como en el de las exploraciones y estudios de prospección realizados para su búsqueda, principalmente por parte de compañías privadas. Consecuentemente, uno de los primeros pasos para lograr la preparación de una cartografía rigurosa que permitiera una exploración y una explotación sistemática –y a gran escala– de los yacimientos mineros, era la compilación nacional de la información a través de “departamentos de geología patrocinados por el gobierno”, para su estandarización e interpretación sistematizada: 

			Un análisis de la geología de los Estados Americanos indica que existen condiciones favorables para el futuro desarrollo en gran escala de los recursos minerales, lo que puede contribuir directamente a fortalecer el bienestar económico de estos países […] La importancia de los beneficios que un país pueda derivar de sus recursos minerales, dependerá de los esfuerzos que efectúe para descubrirlos […] En la mayoría de los Estados Americanos una parte importante de la exploración mineral se ha efectuado por compañías comerciales. Aunque en general estas exploraciones han estado destinadas a buscar algún tipo de mineral específico, de ellas se puede obtener información valiosa que puede rendir frutos posteriormente. Deberán efectuarse esfuerzos, por lo tanto, para compilar y catalogar debidamente estos datos para que puedan utilizarse conjuntamente con los datos que en el futuro se obtengan y así llegar a conocer las reservas de recursos utilizables […] Con objeto de proteger los intereses nacionales y desarrollar sus recursos minerales, cada país necesita contar con departamentos de geología y de recursos minerales patrocinados por el gobierno. […] Las universidades en cada país deben estimularse a ofrecer cursos en la ciencia de la geología […]”40.

			Estas y otras recomendaciones, a lo largo de las décadas de 1950 y 1960, a favor de la institucionalización de la geología para el desarrollo sistemático de la minería –y para la elaboración estandarizada a nivel hemisférico de los anhelados mapas mineros–favorecieron en Colombia la creación del Departamento de Geología de la Universidad Nacional de Colombia (1965)41, y el inicio del Inventario Minero Nacional (1961-1968) –muy activo en Antioquia (especialmente en su sector oriental)– por parte del Instituto Geológico Nacional (1956) y de su sucesor el Instituto Nacional de Investigaciones Geológico Mineras ­–Ingeominas– (1968)42. Todo esto se tradujo en la elaboración de una serie de mapas geológico-mineros nacionales publicados desde finales de la década de 1960, con la colaboración técnica y tecnológica del U.S. Geological Survey –USGS– de los Estados Unidos, bajo un convenio con la Agencia para el Desarrollo Internacional –AID– de Estados Unidos, en el marco de la Alianza Para el Progreso; lo mismo ocurrió en países vecinos como Bolivia43.

			El convenio inicial de mapeo geológico-minero con la USGS “cubrió siete millones de hectáreas del país, en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la parte norte de la cordillera Oriental (zonas de Boyacá, Cundinamarca, Norte de Santander y Santander)”44. Los mapas resultantes contienen la distribución espacial de los tipos de rocas y de distintas estructuras geológicas, como fallas tectónicas, así como la ubicación de las minas, canteras y afloramientos activos e inactivos, las zonas de prospección minera, y la distribución identificada de los minerales y metales de interés comercial y económico, como el oro, el cobre, el hierro, etc. (Figuras 2.1). 

			A este convenio de prospección con la USGS le siguieron otros que por cerca de dos décadas realizó Ingeominas para constituir la base cartográfica geológico-minera que actualmente se usa en el país en la administración de las licencias y de las concesiones de exploración y de explotación mineras.

			
			
						
					
						 
			
							
								FIGURAS 2.1
DETALLES DEL “MAPA GEOLÓGICO DEL CUADRÁNGULO H -12, 
BUCARAMANGA-COLOMBIA” (1969)
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			Ahora bien, los inventarios y mapas geológico-mineros de las décadas de 1960 y 1970 no fueron los primeros de este tipo en el país, ni tampoco los primeros en los que participaron activa y comprometidamente instituciones norteamericanas. Durante la Segunda Guerra Mundial, y de manera muy intensa desde 1942, un ejército de ingenieros y científicos estadounidenses fueron enviados por toda América Latina, incluida Colombia, a realizar el inventario de los recursos naturales estratégicos bajo las directrices de la Board of Economic Warfare –BEW– creada en 1941, y de su sucesora la Foreign Economic Administration –FEA– creada en 1943. Estas instituciones estaban encargadas de centralizar las operaciones económicas de Estados Unidos en el extranjero, lo cual incluía el desarrollo de políticas, programas de alimentos, espionaje, control de maquinarias con varios fines (agricultura, minas), créditos y arrendamiento de material bélico. Las misiones formaban parte de la estrategia de guerra económica implementada por Estados Unidos, tanto para asegurar el aprovisionamiento permanente de materias primas estratégicas en América Latina y el Caribe, como para impedir que Alemania, Italia, Japón o sus aliados accedieran a ellas. Así, tras acuerdos multilaterales panamericanos coordinados por el Interdepartmental Committee on Cooperation with the American Republics –ICCAR–, se iniciaron inventarios y exploraciones en busca de oro, manganeso, cromo, bauxita, estaño y otros minerales a lo largo y ancho de la región; y luego en acuerdos bilaterales se acordó el acceso a los mismos por parte de la Metals Reserve Company, que se aseguró así el monopolio del platino de Colombia, del estaño boliviano, del cobre chileno, y el acceso al petróleo de todos los países latinoamericanos45. Parte fundamental de estos trabajos fue la realización de mapas actualizados donde se detallaron los recursos naturales que se encontraban “disponibles” en cada país, y cuya producción debía ser controlada y estimulada mediante convenios y programas crediticios: 

			Los técnicos y científicos estadounidenses llegaron a América Latina aproximadamente desde 1939. Su afluencia se concentró a partir de 1942 tras la participación de Estados Unidos en la guerra mundial. Un paso fundamental para agilizar y legitimar de manera multilateral dicha llegada fue la reunión de los cancilleres del continente en Río de Janeiro, en enero de 1942, cuando se sentaron las bases para el panamericanismo y se acordó la cooperación hemisférica. Estados Unidos necesitaba monopolizar la producción de materias primas estratégicas y no estratégicas para la guerra. Su finalidad era suplir sus necesidades bélicas y garantizar que las naciones del Eje no lo hiciera […] El conocimiento plasmado en esos mapas era el resultado de información recabada por misiones científicas y económicas. Tal conocimiento servía para planificar el uso del territorio, su apropiación, que iniciaba con la firma de convenios bilaterales (en temas de explotación no existía multilateralidad), que daban paso a la explotación o fomento del recurso, lo cual se ejecutaba, en muchos casos, mediante préstamos. Estos créditos obligaban a los países latinoamericanos a ceder el manejo de las operaciones a agencias del gobierno estadounidense (aunque en algunos casos se entregaba la operación a terceros, a compañías privadas estadounidenses, lo cual fomentó monopolios), apoyados por técnicos de agencias estatales científicas, universidades e institutos de investigación de todo el continente […] Al igual que las expediciones europeas realizadas a América en siglos anteriores, las misiones estadounidenses le sirvieron a esta nación para acumular notas, mapas, dibujos, estudios culturales, herbarios y vegetales. Estas exploraciones, al igual que las realizadas en siglos pasados, estaban embebidas en la tradición de dominar la fuerza de trabajo y la naturaleza tropical mediante viajes y acumulación de información para construir un conocimiento hegemónico. La geografía y la cartografía eran elementos clave para la construcción y consolidación de tal hegemonía46.

			Muchos de los mapas de reservas de recursos naturales de América Latina producidos por Estados Unidos durante la guerra tuvieron carácter confidencial y reservado hasta las décadas de 1980 y 1990, cuando fueron desclasificados. Actualmente se encuentran en los National Archives College Park en Maryland, así como en otros archivos y bibliotecas de Estados Unidos, aguardando a ser examinados con mayor cuidado, teniendo en cuenta su importancia como piezas documentales claves de la construcción de la hegemonía estadounidense sobre la naturaleza de América Latina a partir de la década de 194047. 

			Aquí presentamos únicamente dos ejemplares, disponibles en la Biblioteca Pública de Nueva York, y procedentes de las colecciones cartográficas de la BEW. El primero es un mapa de la producción y reservas de metales no ferrosos en América del Sur, de 1942, en el que Colombia aparece como la principal reserva suramericana de platino (Figuras 2.2), un metal raro y estratégico para la industria aeronáutica de la época, cuya producción los norteamericanos querían evitar terminara cayendo en manos del Eje, y alrededor del cual se tejió una red internacional de contrabando, que los Aliados debieron combatir48.

			
						
					
						 
			
							
								FIGURAS 2.2
MAPA Y DETALLES DE LA CARTOGRAFÍA CONFIDENCIAL DE UBICACIÓN 
DE METALES NO FERROSOS EN AMÉRICA DEL SUR, 1942
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			Sobre las reservas colombianas de platino cabe resaltar finalmente que estas se encontraban ubicadas en una zona de valor estratégico adicional para Estados Unidos, pues los ríos Atrato y San Juan conformaban una de las rutas pre-seleccionadas desde inicios de la guerra para la eventual construcción de un canal interoceánico alternativo en caso de un ataque al canal de Panamá por parte de las fuerzas del Eje.

			El segundo ejemplo es un mapa sobre las minas activas en Chile, también de 1942 (Figura 2.3), que hace parte de una serie cartográfica minera mayor, con mapas adicionales sobre zonas de prospección y reservas estimadas, que provisionalmente puede ayudarnos a imaginar el tipo de información detallada que contienen los mapas homólogos sobre Colombia que se encuentran entre las colecciones cartográficas desclasificadas de la BEW y de su sucesora la FEA de los National Archives College Park. 

			Estos mapas ilustran bien lo que desde la perspectiva de la guerra económica representaba América Latina para Estados Unidos: una gran reserva de materias primas que tenía que ser inventariada y controlada. Mapas similares fueron elaborados por estas agencias para dimensionar, estimular y proteger la producción de todos aquellos productos minerales, pesqueros, animales o botánicos de la región (como el caucho o la quina) considerados estratégicos para la guerra y para la seguridad de Estados Unidos.

			

			
		
			 

				
					FIGURA 2.3
PRINCIPALES MINAS ACTIVAS DE CHILE, 1942
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			Desde la perspectiva colombiana, el esfuerzo bélico norteamericano fue un catalizador importante al impulso minero nacional, al diversificarse notablemente hacia el sector industrial y manufacturero, más allá de la extracción aurífera, hasta entonces predominante49. No en vano, y como se recuerda actualmente en la página Web del actual Ministerio de Minas y Energía de Colombia, su antecesor, el Ministerio de Minas y Petróleos fue creado el 18 de mayo de 1940 bajo la presidencia de Eduardo Santos 

			… a raíz de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), una época de conflicto internacional durante la cual surgieron problemas de orden económico que repercutieron directamente en el progreso de Colombia. Ante esta situación, el Gobierno Nacional diseñó un plan para la defensa y el fomento de las industrias existentes, buscando el aprovechamiento de los recursos naturales y el desarrollo de otras fuentes de producción50. 

			La búsqueda de cartografías mineras y energéticas sobre Colombia, que hasta el momento hemos podido realizar en varias colecciones extranjeras y de Colombia, indica que una proporción muy significativa de los mapas mineros elaborados en el siglo XX sobre Colombia contaron con la participación directa o indirecta de Estados Unidos, ya sea por las misiones técnicas durante la Segunda Guerra Mundial, o a partir de las décadas de 1950-1960 en convenios bilaterales de cooperación técnica entre el gobierno colombiano y la U.S. Geological Survey; sin duda esta temática constituye una rica veta de investigación de las relaciones entre ambos países (Figura 2.4), y merece ser examinada con mucho mayor cuidado, involucrando también el análisis de la participación de las empresas mineras privadas. 

		
					
				
					 
		
						
							FIGURA 2.4
DETALLES DE OTROS MAPAS MINEROS, ENERGÉTICOS Y GEOLÓGICOS DE COLOMBIA ELABORADOS CON EL APOYO DE ESTADOS UNIDOS 
DURANTE LA SEGUNDA GUERRA MUNDIAL (1939-1945)
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			Ahora bien, ¿qué ocurría antes de la Segunda Guerra Mundial o de la fundación del Ministerio de Minas y Petróleos en 1940?, ¿acaso no había una experiencia previa o una necesidad/capacidad local de producir inventarios y mapas mineros en Colombia? Esto es lo que examinaremos en la siguiente sección.

			3. LA “INDUSTRIALIZACIÓN” DE LA MINERÍA EN ANTIOQUIA Y LOS MAPAS GEOLÓGICO-MINEROS DE LA SEGUNDA MITAD DEL SIGLO XIX Y PRINCIPIOS DEL XX

			Antioquia ha sido una región de suma importancia para la minería de Colombia desde tiempos coloniales. Inicialmente caracterizada por la pequeña minería aurífera de aluvión, a mediados del siglo XIX se fue abriendo paso hacia la gran empresa minera; esto en un contexto favorable a la incorporación de personal, capital extranjero, modelos de organización y sistemas de explotación minera de veta más eficientes e intensos, como el molino de cuatro pistones, el taladro neumático, la voladura con dinamita, el uso de bombas hidráulicas e, incluso, a falta de suficientes caminos, el cable aéreo para el transporte de mineral de las minas a la fundición. A esto se sumaron importantes reformas fiscales nacionales y provinciales que tendrían gran impacto en la reactivación de la producción aurífera en Antioquia (Tabla 3.1), como la Ley nacional del 12 de mayo de 1846 que permitió a los privados exportar oro en polvo y en barras sin necesidad de amonedarlo previamente en Bogotá o Popayán –o de contrabandearlo hacia Jamaica y Londres–, y el decreto de la Cámara Provincial de Antioquia del 1.º de enero de 1851 que dejó libre de toda contribución o gravamen el comercio del oro en Antioquia51. 

			

			
		
			 

				
					TABLA 3.1
MINAS DE ORO ACTIVAS OFICIALMENTE EN ANTIOQUIA 1842-1874[52]
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									MINAS DE ORO CORRIDO (ALUVIAL)

								
									
									MINAS AURÍFERAS DE VETA
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									221

								
									
									25
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			Así, en medio del “propósito por industrializar la minería en Antioquia” surgieron algunas de las empresas más grandes e importantes del país de mediados del siglo XIX, como la Sociedad del Zancudo, fundada en 1842, la Frontino Gold Mines y la Compañía Francesa de Segovia, fundadas en 1852 con capital inglés y francés respectivamente, o la Compañía Minera de Antioquia fundada en 1855 con capital local53. 

			Según algunos historiadores, con la industrialización de la minería de oro y plata en la segunda mitad del siglo XIX “Colombia logró integrarse como república independiente a la economía mundial con un exitoso producto de exportación”, configurando en Antioquia “una red de caminos de herradura que animaron el comercio y la colonización de baldíos”, lo que 

			… creó el ambiente para que numerosas personas desarrollaran habilidades técnicas, empresariales y gerenciales, propició una distribución amplia del ingreso por exportaciones que impulsaron el consumo de bienes manufacturados y permitió la acumulación de capitales que se invirtieron en otras actividades como la banca, los transportes, la agricultura y la financiación del Estado54.

			Es de destacar la presencia en este proceso de “industrialización minera” de un grupo considerable de técnicos e ingenieros europeos (principalmente ingleses55, alemanes, franceses y belgas) que se encargaron del montaje de nuevos sistemas de extracción y de beneficio de minerales, de la preparación del personal local en nuevas técnicas de extracción minera o de fundición metalúrgica, y que contribuyeron también a la intensificación y sistematización de la prospección geológico-minera. Este es el caso de Carlos Segismundo de Greiff –también conocido como “Don Carlos” – ingeniero de minas sueco, quien “hizo parte del grupo de ingenieros y técnicos extranjeros que revolucionaron la industria minera de veta en Colombia en el siglo XIX”, y quien “después de treinta años de trabajos y exploraciones mineras, de trazado y construcción de varios caminos, de deslindes y agrimensuras, unas veces al servicio de empresas ajenas y propias y otras como funcionario oficial de las administraciones locales y centrales, o como contratista de ellas”56, había acumulado un conocimiento suficiente de la región para producir en 1857 un mapa de Antioquia (Figura 3.2), publicado en París, y donde se incluían “todas las minas conocidas”57.

			
						
					
						 
			
							
								FIGURA 3.2
MAPA DE LA PROVINCIA DE ANTIOQUIA, CARLOS SEGISMUNDO DE GREIFF, 
PARÍS, 1857
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			El mapa, donde “hemos marcado con signos especiales la situación de los más importantes minerales de oro, plata, cobre, etc.”, buscaba “ofrecer a los futuros colonos un medio de orientarse en este suelo llamado a ser para ellos una nueva patria”, destacando que “la provincia de Antioquia es entre todas las de la Nueva Granada, la que más ventajas ofrece a la colonización estranjera”, tanto por “sus ricos minerales de oro i plata, cobre, fierro, ulla, etc.”, como por su variedad de climas y gran disponibilidad de tierras baldías y “bosques con sus maderas preciosas, su quina, etc.”. En efecto, el mapa y sus notas complementaban un documento más extenso titulado Apuntaciones Históricas y Geográficas sobre la Antigua Provincia de Antioquia (1852) en el que Carlos Segismundo analizaba las limitaciones coloniales de la minería de Antioquia, pero donde también presentaba su visión optimista sobre las potencialidades de la colonización extranjera para el desarrollo minero la región58.

			Con su mapa, “trazado con los más modernos reconocimientos”, sus Anotaciones, y sus gestiones en París, “Don Carlos” intentaba contrarrestar lo que denominó “la desfavorable opinión de las minas de Nueva Granada que en Europa y por todas partes se propagara” tras los fracasos iniciales de sociedades como “Anglo-Colombiana” y “Goldsmith & Cía”. Esta opinión desfavorable era consecuencia –según de Greiff–, de que estas firmas tuvieran “por principal objeto el juego en la bolsa, y que los proyectos mineros no interesaban sino a los últimos tenedores de las acciones, que tarde pensaban en las minas”. Al hecho de que los inversores no tuviesen “ningún conocimiento minero” se había sumado –de acuerdo con Don Carlos– unas “muy superficiales noticias del país” para los accionistas, que habían terminado siendo “víctimas del más imprudente charlatanismo”. 

			Es importante resaltar hasta qué punto “Don Carlos” y su hijo tenían intereses claros en la promoción exitosa de la colonización y la inversión extranjera en proyectos mineros antioqueños, pues en efecto se encontraban en París en 1852 organizando la constitución de una firma minera llamada “La Granadina”, que pese a todo el lobby de los de Greiff no logró inicialmente reunir en París el capital necesario para comprar las minas de Porce y Valdivia. Sin embargo los esfuerzos promocionales de los de Greiff arrojaron frutos, puesto que en 1854 Carlos Segismundo aparece efectivamente registrado en Medellín como representante legal de la sociedad minera “La Francesa”, radicada en París, sucesora de “La Granadina” y dueña de una mina en Santo Domingo “con máquinas, herramientas y útiles”59.

			Existía, entonces, a mediados del siglo XIX, la esperanza compartida entre las autoridades y los empresarios mineros de Antioquia de que una vez se promoviera suficientemente el potencial aurífero de la región –por ejemplo, mediante la difusión en Europa de materiales como los mapas impresos de “Don Carlos”– comenzarían a arribar al país inversores e inmigrantes europeos tal y como estaba ocurriendo en California y Australia: “Es probable que los europeos no tengan que hacer el largo viaje a Australia y California en busca de oro sino que vengan a participar y ayudarnos a explorar nuestros ricos minerales”, afirmaba la Gaceta Oficial de Medellín de noviembre de 1852. 

			El mapa de 1857 impreso en París, al igual que otra documentación sobre las minas de la provincia de Antioquia de la época, era pieza clave para “Don Carlos” en la promoción de la colonización minera y de la inversión extranjera. El mapa de “Don Carlos” también resulta interesante por dar cuenta de diversas iniciativas en Antioquia para la construcción de vías de comercio minero –como el camino de Murindó a Urabá o “camino de don Carlos”, que fue encargado por la autoridades antioqueñas a de Greiff para poner en comunicación a Medellín con el Darién chocoano–; y por destacar la existencia –en el Chocó– de diversas propuestas de conexión interoceánica. La confianza y el optimismo de “Don Carlos” frente al futuro minero de Antioquia eran patentes: 

			Parece por fin haber llegado el tiempo para la Nueva Granada de atraerse la atención universal que le es debida, por su admirable situación geográfica y por sus riquezas minerales. Llamada a ser el entrepuente del comercio del mundo entero, sus ventajosas minas estarán muy pronto en ventajosa competencia con las de Australia y California y las sobrepujarán en alto grado por sus riquezas, por su situación relativa, por la variedad de climas y producciones del país que ocupan. Tan pronto como una inmigración de inteligentes y honrados colonos coadyuven en la laboriosa pero escasa población indígena, en descuajar los inmensos y feraces terrenos, que se extienden con todo el brillo de una lozanía imperial hacia las márgenes de ambos océanos: tan pronto como con la poderosa e irresistible voluntad propia de nuestra época se proceda a la empresa que ha de confundir las olas de los ambos mares: esta tierra privilegiada y dotada de todos los dones de la naturaleza, será el punto giratorio del movimiento industrial del mundo entero60.

			No sobra indicar también, que la autoridad del mapa de “Don Carlos” también se basaba, según su autor, en nutrirse “en parte de los preciosos trabajos topográficos del general Codazzi”, quien en efecto, como jefe de la Comisión Corográfica (1850-1959)61 había levantado mapas de la región en 1852, contribuyendo al inventario minero del territorio62 y evaluando las potencialidades de diversos proyectos de conexión interoceánica. Sin embargo los mapas corográficos manuscritos de Codazzi que se conservan no ubicaron las minas de la antigua provincia, simplemente las enumeraron (Figura 3.3), al igual que los mapas posteriormente publicados por el gobierno en 1864, basados en los trabajos de la Comisión63. Esto puede resultar paradójico –aunque a la vez comprensible– teniendo en cuenta los numerosos asuntos que debía inventariar la comisión: 

			[…] que se levante la carta jeográfica de la República. La exploración, mensura i deslinde de nuestros ricos baldíos; el descubrimiento de nuevas minas; el hallazgo de maderas de construcción, de palos de tinte, de bálsamos i recinas; la adquisición de nuevos terrenos para la agricultura i ganadería; el conocimiento de los ríos, del curso de sus aguas, i de su parte navegable; la fijación de las mejores líneas para la más pronta y fácil comunicación; en fin, todo lo que más puede influir en el desarrollo de la riqueza i prosperidad del país está íntimamente relacionado con el importante trabajo de que hablo64.

			
						
					
						 
			
							
								FIGURA 3.3
MAPA COROGRÁFICO DE LA PROVINCIA DE MEDELLÍN, 
AGUSTÍN CODAZZI, 185265 (DETALLE)
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			Y aunque de Greiff no lo menciona, puede que entre las fuentes locales más probables para la elaboración de su mapa hubiese alguna copia del mapa manuscrito de las provincias de Antioquia realizado en 1809 por el entonces joven José Manuel Restrepo66. En efecto una copia de este mapa de 1819[67], sitúa decenas de minas de oro corrido (aluvial) y de veta, salinas, aguas termales, y minas de yeso y de cal (Figura 3.4). En realidad había una tradición de producción de inventarios y manuscritos cartográficos con información minera en Antioquia, a principios del siglo XIX que aún espera ser investigada68.


		
					
				
					 
		
						
							FIGURA 3.4
PROVINCIA DE ANTIOQUIA EN LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
[JOSÉ MANUEL RESTREPO] 1819 (DETALLE)
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			Lo cierto es que las exigencias decimonónicas de “industrialización” de la minería generaron cierta dependencia de especialistas extranjeros para las tareas de prospección geológico-mineras a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX, cuando las grandes empresas mineras de Antioquia empezaron a incorporar a los ingenieros de minas que se fueron graduando de la intermitente Escuela Nacional de Minas, fundada en 1887 en Medellín, por los ingenieros antioqueños Tulio y Pedro Nel Ospina (este llegó a ser presidente de Colombia entre 1922 y 1926)69. Y en este campo vale la pena resaltar la importante influencia alemana70 que hubo en la prospección geológica y mineralógica de Antioquia y del país a finales de la segunda mitad del siglo XIX y a principios del siglo XX; así como en su cartografía geológico-minera (Tabla 3.5). 

			Por ejemplo, hay varios mapas publicados en Alemania en la década de 1880 que recogen las descripciones de Frederick von Schenck (Figuras 3.6 y 3.7) en su viaje por Antioquia. Estos mapas son de gran interés histórico, pues además de ubicar las minas y los distritos mineros de oro y plata, los depósitos carboníferos o los proyectos ferroviarios, incluyen una información poco común pero clave en la historia metalúrgica del país, como la ubicación de “guacas”, es decir “lugares donde se encuentran sepultados los indígenas”, y que han sido saqueadas, sin mayor registro, a lo largo de los últimos cinco siglos, en detrimento del patrimonio arqueológico del país. 



			
		
			 

				
					TABLA 3.5 
LA INFLUENCIA ALEMANA EN LA PROSPECCIÓN Y EN LA CARTOGRAFÍA 
GEOLÓGICO-MINERA DE ANTIOQUIA Y COLOMBIA (CA. 1840-1930)

				

				
				
					
					
				
				
					
							
							NOMBRE

						
							
					

					
							
							Karl Degenhardt

						
							
							Administró las minas de Marmato, dejó un trabajo sobre las fuentes de aguas salinas del Estado de Antioquia y la geología de los alrededores de Medellín. En 1843 propuso al gobierno nacional hacer un mapa minero de Antioquia, Mariquita y Caucaa/.

						
					

					
							
							H. Karsten 

							(1817-1908)

						
							
							Publicó el primer esquema cartográfico geológico de Colombia en 1856, ampliado luego en 1886.

						
					

					
							
							W. Reiss (1838-1908) y A. Stuebel (1835-1904)

						
							
							Visitaron a Colombia entre 1867 y 1868 y publicaron en dos tomos una obra importante sobre la geología colombiana, en especial sus volcanes, incluye mapas.

						
					

					
							
							Frederick Von Schenck 

							(1851 – 1912)

						
							
							Viajó por Antioquia y Tolima a finales de la década de 1870 y dejó interesantes descripciones acerca de las minas que visitó en su recorrido, junto con mapas detallados de sus itinerarios. Existen varios mapas publicados en Alemania en la década de 1880 que recogen sus observaciones mineras en Antioquia (Figuras 3.6 y 3.7).

						
					

					
							
							A. Hettner 

							(1859-1941)

						
							
							Estuvo en Colombia entre 1882 y 1884 dejando establecida la estratigrafía básica de la Cordillera Oriental (La Cordillera de Bogotá).

						
					

					
							
							R. Scheibe 

							(1859-1923)

						
							
							En 1916-17 fue contratado por la Comisión Científica Nacional que adelantaría los estudios necesarios para realizar los mapas geológicos y geográficos del país. Realizó un trabajo sobre la geología del sur de Antioquia.

						
					

					
							
							Emil Grosse

						
							
							Llegó a Colombia en 1920, contratado por el Ferrocarril de Antioquia por Ordenanza de la Asamblea de Antioquia. Su obra El Terciario Carbonífero de Antioquia (1926), resultado de tres años de trabajo de campo intenso, publicada en español y en alemán, contiene un mapa topográfico y minero totalmente hecho sobre el terreno. Cubre un área de 2.500 km2 a una escala 1:50.000 y sigue conservando su actualidad.

						
					

					
							
							Enrique Hubach 

							(1894-1968),

						
							
							Geólogo chileno de origen alemán, llegó a Colombia en 1922 y trabajó inicialmente en la División de Minas y Petróleos del Ministerio de Industrias. En 1929 produjo un informe sobre la geología de Urabá y un informe sobre la geología de la carretera al mar y su puerto. Hubach fue posteriormente director del Servicio Geológico Nacional.

						
					

					
							
							R. Wokittel 

							(1893-1970),

						
							
							Ingeniero de minas alemán, llegó a Colombia en 1926 como profesor de la Escuela de Minas y se dedicó a la geología de yacimientos minerales. 

						
					

				
			

				

				
					a/ Disponible en [https://repository.eafit.edu.co/handle/10784/2110?show=full].

				


			

		

			


	
				
			
				 
	
					
						FIGURA 3.6
MAPA DE VON SCHENK SOBRE EL ESTADO DE ANTIOQUIA, 1886 (DETALLE)
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							FIGURA 3.7
MAPA DE VON SCHENK SOBRE EL ESTADO DE ANTIOQUIA, 1886 (DETALLE)
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			La importancia de la influencia alemana en la cartografía minero-geológica del país, va mucho más allá de lo aquí brevemente presentado, y por lo pronto, como se mencionó en la sección anterior, valga simplemente resaltar hasta qué punto esto habría podido preocupar a las autoridades norteamericanas a inicios de la Segunda Guerra Mundial. Ahora exploraremos otro ejemplo que involucra a geólogos alemanes en Antioquia, pero para señalar mejor lo que estaba en juego, desde la perspectiva de las jurisdicciones y de las relaciones nacionales y locales de poder, a la hora de la elaboración de un mapa minero. Para ello nos detendremos a examinar brevemente la cuestión del mapa minero de Antioquia de principios del siglo XX.

			La importancia de la minería en Antioquia se mantuvo con el cambio de siglo. La Asamblea Departamental de Antioquia estableció, mediante su Ordenanza 16 de 1918, una “Junta del Mapa de Antioquia” destinada a estudiar geológicamente e inventariar las riquezas mineras y geológicas del Departamento. La “Junta” estaba conformada por el Gobernador de Antioquia a la cabeza, el secretario de Hacienda encargado de administrar los bienes destinados a la elaboración de los trabajos, el Ingeniero Jefe del Ferrocarril de Antioquia, el jefe de la Junta Central y el Jefe del Departamento Comercial del Ferrocarril. La ordenanza facultaba al gobernador para contratar un empréstito por $12.000, y ordenaba la creación de los empleos de ingeniero jefe, dos ingenieros ayudantes y de dibujantes, estableciendo sus respectivos salarios. A este equipo encomendaba fijar la posición (coordenadas) de las poblaciones del departamento, su altura y características topográficas, en caso de que no lo hubiera establecido aún la Oficina de Longitudes, entidad nacional encargada de determinar las coordinadas y de elaborar la respectiva cartografía oficial del país.

			La Ordenanza departamental de 1918 buscaba comprometer así al Gobierno Nacional en la pronta terminación del mapa topográfico de Antioquia, publicado finalmente en 1919 junto al listado de coordenadas71. La ordenanza debe entenderse también como una respuesta antioqueña a la Ley 83 de 1916, de carácter nacional, que creó la Comisión Científica Nacional, la cual encargó al geólogo alemán R. Scheibe (1859-1923) la realización de los estudios geológicos y mineros del país. La presión de poderosos sectores empresariales y políticos de Medellín aparentemente dio buenos resultados pues el Gobierno Nacional aceptó que Scheibe iniciara sus tareas en Antioquia: “Es probable que esa insistencia explique el inicio de la actividad de R. Scheibe en el departamento de Antioquia hacia 1919”72: 

			La idea de hacer un mapa geológico y geográfico de Antioquia se había estado difundiendo en los círculos políticos de Medellín. Durante la primera década del siglo se publicaron en la prensa de la ciudad una serie de artículos que hacían sentir a los lectores la inminente necesidad de discutir la proposición. Iniciativas privadas (los propietarios de haciendas coincidían en que necesitaban conocer la extensión y capacidad de producción de minerales de sus propiedades) y públicas (el trazado del Ferrocarril de Antioquia, la búsqueda de carbón para el funcionamiento de la industria) presionaron para que se discutiera la propuesta en el Gobierno, propuesta que en un principio pareció no llamar mucho la atención de los políticos […] hasta la publicación de la Ley 83 de 1916 de carácter nacional, en la que se instituía la conformación de una Comisión Científica Nacional que adelantaría los estudios necesarios para realizar los mapas geológicos y geográficos del país […] El Gobierno de Antioquia estando en conocimiento de su instalación y aprovechando que ningún departamento había adelantado ordenanzas que permitieran la investigación geológica entre sus límites, sugirió al Gobierno Nacional empezar los trabajos del Mapa geológico en su Departamento, trabajos que formarían parte de un estudio posterior. La propuesta fue aceptada por el poder central y como geólogo jefe de la comisión se destinó al geólogo alemán R. Scheibe (1859-1923). Scheibe llegó a Medellín en los últimos días de 1918[73].

			Scheibe realizó a lo largo de 1919 diversos trabajos preliminares de reconocimiento geológico en el sur de Antioquia encargados por la “Junta del Mapa de Antioquia”, pero en septiembre del mismo año solicitó la autorización de retirarse del departamento, en razón a las diferencias importantes entre los requerimientos de la “Junta” y su contrato con la Comisión Científica Nacional74.

			En este marco el Dr. Emil Grosse, también alemán, fue recomendado en 1920 a la “Junta” para continuar los estudios geológicos requeridos por la Escuela de Minas (cuyo rector era Tulio Ospina), por el Ferrocarril de Antioquia (cuyo Superintendente General era Juan de la Cruz Posada) y por el Sr. Gobernador Manuel María Toro: 

			La primera cláusula del contrato obligaba al Sr. Grosse a continuar los estudios geológicos del Dr. Robert Scheibe, a dibujar corregir y completar el mapa de Antioquia con apuntes geológicos que deberían de estar terminados en una escala que mostraría los detalles geológicos de importancia, especialmente los que podían rendir frutos económicos o que pudieran alimentar el desarrollo industrial. Otra de las cláusulas acordadas determinaba que el Dr. Grosse debía dar una clase de instrucción práctica en el campo para los alumnos de la Escuela Nacional de Minas que estuvieran matriculados en la clase de geología que tendría la remuneración de $50. De la Escuela de Minas además estaría autorizado a hacer uso el tiempo que quisiera de los laboratorios y de los demás elementos que necesitara. Por otro lado el Ferrocarril de Antioquia le proporcionó unas vacaciones de 15 días asumiéndolo como su empleado y le proporcionaría también, además de un sueldo de $200 y $90 de gastos personales, los médicos, drogas, mulas, peones, alimentación e Ingenieros ayudantes para los trabajos de topografía y dibujo. El contrato era de carácter confidencial, de manera que Grosse no podía dar a conocer ninguna información sin estar en riesgo de que se le diera por terminado75. 

			Los trabajos de campo de Grosse en Antioquia terminaron a finales de 1923, y de allí viajó a Berlín para iniciar la coordinación editorial en alemán y español del texto y de los mapas geológicos resultados de su contrato (Figura 3.8)76. “Su mapa topográfico fue totalmente hecho sobre el terreno. Cubre un área de 2.500 km2 a una escala 1:50.000 y sigue conservando su actualidad”77. En 1927 el Gobierno Nacional nombró a Grosse director de la Comisión Científica Nacional, para entrar posteriormente a ser el jefe de la Comisión Geológica General y Geólogo del Departamento de Minas y Petróleo, hasta abril de 1931. 

			

			
		
			 

				
					FIGURA 3.8
UNO DE LOS MAPAS GEOLÓGICOS DE EMIL GROSSE 
PARA EL DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
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			En 1933, el Ministerio de Industrias, motivado por la Asociación Colombiana de Mineros, con sede en Medellín, creó en esta ciudad su “Central Metalúrgica con Planta de Fundición y Ensayos”, con un director y cinco ingenieros de campo, que se dedicaron a la tarea de culminar el inventario detallado de las minas del departamento. Los ingenieros de campo hacían los levantamientos de las minas y su localización y “llegaron a tener datos de unas 600 minas”78. Fruto de los trabajos realizados durante varios años por la Planta Metalúrgica de Medellín en las minas del departamento de Antioquia saldrían publicados en Medellín tanto el primer croquis geológico general de Antioquia (Figura 3.9) como el “Mapa geográfico y minero del Departamento de Antioquia” (Figura 3.10), ambos los primeros de su género en Colombia.



			
		
			 

				
					FIGURA 3.9 
CROQUIS GEOLÓGICO DE ANTIOQUIA, 1941[79]
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						FIGURA 3.10
MAPA GEOGRÁFICO Y MINERO DE ANTIOQUIA, 1943 (DETALLE)
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			CONCLUSIONES

			A través de los fragmentos de la historia de la cartografía minera visitados en este documento hemos abordado la pregunta acerca de quiénes tenían –entre los siglos XVI y XX– la capacidad, la necesidad y también la potestad –y no solo el interés o el deseo–, de elaborar cartografías con algún tipo de información detallada sobre los recursos mineros estratégicos. Hemos intentado contextualizar geopolíticamente, también a distintas escalas imperiales, nacionales, y regionales el problema de la producción, el acceso y la circulación de cartografías mineras, buscando mostrar la utilidad y pertinencia de una mirada renovada–social y política– a los mapas mineros para comprender mejor las relaciones entre conocimiento y gobierno de los territorios y las riquezas del subsuelo.

			Adentrarse aún más, con mayor profundidad y a partir de los mapas, en la historia de la minería del país requerirá explorar temas tan diversos y complejos como los que aborda cada uno de los tomos de la presente publicación: jurisdicciones y legislación minera; sistema de impuestos y regalías; relaciones sociedad-medio ambiente; técnicas y tecnologías de exploración y explotación; ciclos mineros y ciclos económicos; redes y circuitos de intercambios de comunicación; fuerza de trabajo, grupos de poder, contrabando y piratería; entre muchos otros, además de las particularidades específicas de la historia de la cartografía y de la geología. Por lo pronto, este capítulo aspira a brindar un panorama introductorio y preliminar –a retazos, incluso– de una historia minero-cartográfica que permita sugerir a otros investigadores la pertinencia y las potencialidades de nuevos análisis en esta dirección. Sin duda quedan aquí muchas más preguntas abiertas que respuestas dadas sobre el papel jugado por la cartografía minera en la historia del país y de su inserción minera hemisférica y global.
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